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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes, y de Justicia, señor Teodoro Ribera Neumann.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 15:38, en presencia de 20 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia el Vicepresidente de la República, con el que retira la urgencia a los siguientes proyectos de ley:



1.- El que modifica la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, estableciendo la facultad de excusarse de la obligación de ser vocal de mesa para las mujeres en estado de embarazo y puerperio (boletín N° 8.644-06).



2.- El que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín Nº 8.207-07).



--Se tienen presentes los retiros y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados:


Con el que comunica que aprobó el proyecto de ley que declara feriados que indica (boletín N° 8.631-06) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De la señora Directora Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación (s):



Responde consulta, formulada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, relativa a plazo para el retiro de cédulas identidad, número de las que no son retiradas por su titular y costo que irroga la confección y destrucción de aquel documento. 


--Queda a disposición de los señores Senadores.

Informes


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea y regula los registros nacionales de inspectores técnicos de obra (ITO) y de revisores de proyectos de cálculo estructural, modifica normas legales para garantizar la calidad de construcciones y agilizar las solicitudes ante las Direcciones de Obras Municipales (boletín Nº 8.139-14) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).


De la Comisión de Defensa Nacional, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (boletín N° 6.201-02) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Quedan para tabla.

IV. ORDEN DEL DÍA

DESIGNACIÓN DE SEÑOR LAMBERTO CISTERNAS ROCHA COMO MINISTRO DE CORTE SUPREMA

El señor ESCALONA (Presidente).- Esta sesión especial tiene por objeto ocuparse en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al señor Lamberto Cisternas Rocha, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1530-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 59ª, en 6 de noviembre de 2012.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 61ª, en 19 de noviembre de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia para este asunto en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.




La Comisión de Constitución recibió en audiencia al señor Cisternas en sesión a la que también asistió el señor Ministro de Justicia.



Por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Larraín (don Hernán), Espina y Walker (don Patricio), la Comisión deja constancia de que en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por nuestro ordenamiento jurídico para la designación de los Ministros de la Corte Suprema.



Cabe tener presente que el acuerdo del Senado para nombrar al señor Lamberto Cisternas requiere dos tercios de los Senadores en ejercicio, esto es, 25 votos favorables.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se ha solicitado abrir la votación, así que, si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado.



En votación la propuesta del Ejecutivo.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, paso a informar el oficio por medio del cual el Presidente de la República solicita el acuerdo del Senado para designar Ministro de la Corte Suprema al señor Lamberto Cisternas Rocha.



La Comisión, como corresponde, recibió en audiencia al candidato y, en una extensa conversación, logró reunir algunos antecedentes acerca de sus criterios fundamentales, los cuales aparecen en el informe que las señoras y señores Senadores tienen en su poder.



En lo fundamental, se trata de un abogado con experiencia profesional en distintos ámbitos: en la Administración Pública, como funcionario de la Dirección del Trabajo, donde se desempeñó durante más de diez años; en la actividad académica, la que ha desarrollado permanentemente desde que se convirtió en abogado, y desde 1983, en el Poder Judicial, donde ha ocupado responsabilidades de distinta naturaleza, hasta ser nombrado Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago el año 1996.



Su trayectoria es, por lo tanto, muy completa. 



Ha desarrollado su actividad académica en las Universidades Andrés Bello, Alonso de Ovalle y La República, así como en la Universidad Católica de Chile y en la Universidad Gabriela Mistral.



Su variado currículum nos hace pensar que se trata de un abogado que reúne los requisitos requeridos para ser nombrado Ministro de la Corte Suprema.



En la Comisión, sus integrantes le formulamos distintas consultas.



En sus respuestas destacó un tono franco, directo, muy preciso y concreto; con explicaciones que iban al grano en las materias consultadas; sin teorizaciones excesivas o conceptos muy generales que no permitieran conocer lo que pensaba o sus experiencias en el ámbito judicial.



Se refirió, por ejemplo, al rol de la Academia Judicial, el cual consideró vital para la administración de justicia. Pero hizo presente la necesidad de realizar un esfuerzo para mejorar el sistema de selección de los postulantes a distintas nuevas vacantes, porque hay áreas donde la evaluación del interés original de esos postulantes resulta muy discutible.



En seguida, cuando fue consultado sobre el sistema de calificaciones, dio antecedentes que nos llamaron poderosamente la atención. En lo fundamental, indicó que el Tribunal de Alzada al que pertenece debe calificar a 800 funcionarios en apenas cinco medios días, lo cual hace que el trabajo que realicen sea poco riguroso.



Él sostuvo que ese sistema  de calificación debía variar, y probablemente ser bianual, como una manera de llevar a cabo realmente un análisis más exhaustivo de la labor que efectúan los distintos jueces. Porque de lo contrario es poco lo que pueden hacer al respecto.



Se manifestó también sobre las salas especializadas. Hizo notar que las consideraba útiles en la medida que estuviesen relacionadas con ciertas materias y que fueran transitorias. Porque las cargas de trabajo no son parejas en el tiempo. Y al variar los flujos puede que una sala quede sin trabajo.



En cuanto a la creación de nuevas Cortes de Apelaciones en Santiago, señaló que era preferible determinar un único territorio jurisdiccional para la Región Metropolitana y que cada una de las dos cortes, como las que allí existen actualmente, se aboque a materias diferentes.



Yo diría, pues, que en las diferentes materias que abordó quedó en evidencia su versación, su claridad de propósito.



Finalmente, con relación a la autonomía presupuestaria y administrativa del Poder Judicial sostuvo que era un camino necesario que debía profundizarse.



Es decir, nos dio la sensación de estar frente a un candidato debidamente preparado para enfrentar la tarea y responsabilidad de asumir eventualmente, si así lo dispone esta Sala, el cargo de Ministro de la Corte Suprema.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Justicia.

El señor RIBERA (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, de acuerdo al procedimiento establecido en la Constitución Política, el Presidente de la República viene a someter a consideración del Honorable Senado la designación en el cargo de Ministro de la Excelentísima Corte Suprema de don Lamberto Cisternas Rocha.



El Ministro Cisternas fue propuesto por el Máximo Tribunal en quina al señor Presidente de la República. 



Se trata de una persona con una dilatada carrera.



Nació en Cauquenes en 1945.



Estudió en la Pontificia Universidad Católica de Chile.



Cuando uno ve su experiencia, se da cuenta de que esta radica principalmente en los ámbitos académico y jurídico.



Nosotros creemos que don Lamberto Cisternas reúne con creces las características necesarias para ser miembro de la Corte Suprema.



El señor Cisternas se expresó con extremada claridad y sinceridad en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado; abordó las materias con profundidad; no evitó respuestas hacia las preguntas que se le formularon.



Por eso, queremos pedir el acuerdo del Senado para esta importante designación.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, no obstante que podemos tener una opinión particular con respecto al procedimiento con que se nombran a los supremos, quiero expresar que el Presidente de la República, en uso de sus facultades, ha sometido a la consideración del Senado -tenemos la atribución constitucional para ello- el nombramiento de don Lamberto Cisternas Rocha en el cargo de Ministro de la Corte Suprema.



Los parlamentarios de la bancada del Partido Por la Democracia conocimos los antecedentes del señor Cisternas, su currículum, su historia.



Se dice que a los jueces se los puede evaluar de acuerdo a sus fallos.



En función de tales antecedentes y del conocimiento que tenemos de su persona, creemos que amerita que el señor Lamberto Cisternas concurra con su aporte al prestigio del Máximo Tribunal y a mejorar aún más la justicia en Chile.



Por lo tanto, nosotros, en forma unánime, apoyaremos esta designación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, debo reconocer que este proceso de designación de un supremo ha estado cruzado por un debate muy largo, y quizás en esta ocasión nuevamente se reeditó un fenómeno que a algunos de nosotros nos molesta profundamente.



Porque es aquí donde se pone en juego la autonomía del Poder Judicial.



Cuando la lógica es “uno tuyo, uno mío”, en el fondo se está cuestionando la forma como el proceso al cual estamos sometidos afecta dicha autonomía o la manera en que se generan equilibrios en un Poder del Estado.



Debo reconocer que para algunos de nosotros es tremendamente ingrato constatar que hay vetos por la trayectoria que ciertos magistrados de la República exhiben al defender los derechos humanos, los principios del Derecho Universal. A partir de esa defensa, que a algunos les molesta, se hicieron afirmaciones con respecto a jueces por la actitud asumida en otro momento.



Y a diferencia de lo que sostiene un distinguido Senador de la Tercera Región, no me refiero a una de las personas que forman parte de la quina presentada -esta fue descartada por Su Señoría-, sino a situaciones en las que se han manifestado bloqueos abiertos para quienes tuvieron determinada actuación en materia de derechos humanos hace tiempo, y en que se dice que personas como Carlos Cerda no pueden llegar a la Corte Suprema porque se tiene un juicio acerca de él.



Lo quiero señalar. Porque aquí, al votar en esta ocasión, se discute ya por adelantado, no de manera formal, pero sí desde el punto de vista político, sobre otros nombres que deben venir en una próxima designación: “El tuyo, el nuestro”.



Señor Presidente, yo no siento ni cercano a mí a la persona que ahora se nos propone.



Por lo tanto, quiero dejar establecida la independencia de mi juicio.



Me molesta cómo se ha llevado este proceso. Me molesta porque, en el fondo, hay cierto criterio establecido, en que algunos han querido empatar situaciones que no son igualables.



Yo tengo un juicio acerca de quienes participaron en el Gobierno militar. Sí, tengo un juicio político sobre su sistema de valores, sus complicidades con lo ocurrido durante ese Gobierno, tal como otros lo poseerán en relación con la posición que el Senador que habla sostiene producto de pertenecer a determinado sector político.



Por eso uno emite juicios, opiniones.



Yo sé cómo viene la mano.



En este caso, el señor Cisternas, que tenía una militancia -respetable-, en un momento de crisis del país tomó una posición, que yo no comparto; otros podrán mirarla de forma distinta.



A mí lo que más me preocupa son los vetos que existen de por medio, señor Presidente.



Porque aquí hay otros nombres dando vueltas. Pero a quienes somos de un pensamiento equis en el espectro ideológico o político se nos ha comunicado que ciertas personas nunca serán respaldadas por las bancas del frente y que acerca de ellas existirá un veto. Y la causal es distinta: por haber sostenido una tesis respecto a ciertos valores universales implacablemente, a mi juicio, correcta. Y por eso no se las quiere.



Aquí nos proponen hoy este nombre, señor Presidente



No quiero criticar ni denostar a la persona del señor Cisternas; pero tengo un juicio. Y me lo presentan como perteneciente a un sector, para mañana traer a otro de un sector diferente.



Yo podría -no quiero hacerlo, por respeto al cargo del Presidente de la República- decir quién viene la próxima vez. Y todos los que estamos en esta Sala lo sabemos.



Siento que eso le hace muy mal a nuestro sistema republicano. Nos hace muy mal en la defensa del Poder Judicial y su autonomía.



Aquí, señor Presidente, un señor Senador del norte pensaba que yo iba a hablar para referirme a un señor Ministro de la Corte de Apelaciones de la Región que represento.



Yo he sostenido que, en torno a las personas propuestas, voy a emitir opinión de acuerdo a sus fallos y a su trayectoria, pero jamás en función de una situación personal.



No actuaré de esa manera. Y he querido dejar establecido aquello con relación a uno de los integrantes de la quina, a fin de que las experiencias personales que uno haya vivido no se usen para descalificar a quienes tienen una trayectoria jurídica y fallos que cada cual podrá valorar.



Lo que hago hoy, señor Presidente, es criticar un procedimiento que deberíamos revisar a los efectos de determinar si es el mejor.



Por lo expuesto, no voy a votar a favor de la proposición que se nos formula.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, esta es una de las pocas ocasiones en que el Legislativo tiene la posibilidad de concurrir a un acto de colegislación en medio de un presidencialismo exacerbado, monárquico. Por tanto, se comparte una función: la de elegir a ministros del Máximo Tribunal de la República.



La Corte Suprema le planteó al Primer Mandatario cinco nombres: los de los señores Alfredo Pfeiffer, Carlos Cerda, Carlos Aránguiz, Juan Manuel Muñoz y Lamberto Cisternas.



El Presidente de la República nos propuso uno de esos nombres: el del señor Cisternas.



Yo voy a votar a favor del nombramiento de don Lamberto Cisternas, por los motivos aquí expresados. Porque también confío en que se producirá el cambio de sistema que todos quisiéramos, el cual no será producto de este nombramiento. 



Sí, quiero solicitarle al Ministro de Justicia, don Teodoro Ribera, quien nos acompaña, que nos señale qué viene: cuántos cargos se van a proveer en el resto de 2012 o en el curso de 2013 y si es factible compartir un criterio político mínimo.



Al Senado le corresponde dar su acuerdo para el nombramiento de los ministros de la Corte Suprema, y esta elabora la quina que recibe el Primer Mandatario, la cual le permite deliberar. O sea, se trata de una cinquena y no de una proposición recaída en alguien prácticamente nombrado.



En el informe de la Comisión de Constitución se expresa que el orden de inclusión en la quina atiende a la ubicación en el Escalafón de Antigüedad del Poder Judicial; o sea, ese orden no implica preferencia. De hecho, allí el señor Cisternas ocupa el quinto lugar.



Por tanto, si van a venir otros nombramientos, el debido proceso tendría que garantizar que los cinco nombres propuestos por la Corte Suprema fueran evaluados. Porque cuando se anuncia un nombre privilegiado antes de que ingrese la cinquena esta pasa a ser un instrumento irreal y hasta ofensivo para las cuatro personas restantes, que pasan a ser un elemento de relleno.



Por eso es importante que el señor Ministro nos informe sobre cuál va a ser el procedimiento -entiendo que durante 2013 se llenarán otros dos cargos- y los plazos en que se van a proveer las vacantes.



Señor Presidente, votaré a favor del nombramiento de don Lamberto Cisternas. E insisto en que el procedimiento debería tener en lo futuro los alcances que señalé tratándose de la cinquena que la Corte Suprema le plantea al Primer Mandatario.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, antes de dar a conocer las razones por las cuales votaré a favor del nombramiento de don Lamberto Cisternas Rocha como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, voy a opinar -no puedo dejar de hacerlo- en torno al método existente en el Senado para la elección de los miembros de ese Tribunal y, particularmente, a la eventual afectación a la autonomía e independencia del Poder Judicial para tal efecto.



A quienes objetan dicho procedimiento nunca los he visto proponer fórmulas distintas para la composición de la Corte Suprema.



Si uno revisa la historia, observa cómo en los últimos veinte años se ha ido conformando el Máximo Tribunal a través del mismo mecanismo que se está utilizando hoy.



El Ministro de Justicia, en representación del Presidente de la República, conversa con los distintos grupos de Senadores para ir construyendo una mayoría, de acuerdo al quórum que establece la Constitución para nombrar a los ministros de la Corte Suprema.



Nadie puede afirmar seriamente que tenemos una Corte Suprema carente de independencia. 



Aun más: el Máximo Tribunal construido mediante dicho mecanismo ha tenido, durante este año y a fines de 2011, diálogos bastante fuertes con el Gobierno, con el Ministro de Justicia, con el Presidente de la República, para defender irrestrictamente su autonomía.



Por consiguiente, creo que ese procedimiento, que obliga a reunir un alto quórum en el Senado, garantiza que siempre se busque a personas intachables en su conducta y a jueces de gran capacidad.



Yo desconozco la visión ideológica, doctrinaria o política del señor Lamberto Cisternas, pero sí sé de sus fallos y de su actuación como Ministro de Corte de Apelaciones, que, a mi entender, es el elemento esencial para nombrarlo en la Corte Suprema.



Ahora, cuando se habla de “vetos”, debemos recordar que aquí tenemos una larga tradición de algunos que las bancadas de enfrente han manifestado a distintos ministros de Corte de Apelaciones.



Raquel Camposano es la expresión máxima de alguien que, debiendo haber llegado a la Corte Suprema, recibió un veto brutal y drástico no obstante haber sido designada por el Máximo Tribunal como una de las ministras de Corte de Apelaciones más destacadas.



A don Alfredo Pfeiffer no solo se lo vetó cuando fue propuesto para ser ministro de la Corte Suprema: en su caso, además, se rompió un acuerdo, pues previamente habíamos consensuado un nombre con el compromiso de que el Senado eligiera al señor Pfeiffer con posterioridad.



Entonces, cuando se habla de “vetos”, tengamos cuidado. Porque existen señales clarísimas de que la Concertación ha impedido la llegada de algunos magistrados al cargo de Ministro de la Corte Suprema y después, incluso, ha inhibido al Gobierno para proponerlos tras habérselos incluido en una quina.



Siempre hemos escuchado en las conversaciones previas que el Ministro Aránguiz nunca puede ser nombrado, a pesar de que figure en todas las cinquenas.



Por consiguiente, tengamos cuidado con esas afirmaciones, ya que el mecanismo siempre ha de ser muy consensuado, pues la Constitución, sabiamente, exige los votos favorables de un alto número de Senadores.



En los últimos seis a siete años me ha tocado participar en el nombramiento de una serie de Ministros del Máximo Tribunal. Y, hasta ahora, su alta calidad técnica ha permitido que contemos con una Corte Suprema de buen nivel, autónoma e independiente, que es en definitiva lo que importa y lo que nos debe interesar.



Señor Presidente, espero que el debate habido esta tarde, en el cual no han estado cuestionados para nada los méritos del Ministro Lamberto Cisternas, no sea un anticipo para tratar de oponerse a otros nombramientos. Ello me parecería extraordinariamente grave. El Ministro Cisternas no se lo merece. Se trata de un juez de un muy buen nivel. Y, por eso, considero que reúne las condiciones suficientes para que el Senado lo respalde.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, más que cuestionar el método, creo que el Senado asume la gran responsabilidad de garantizarle a la ciudadanía la conformación de una Corte Suprema que exprese la diversidad de visiones que hay en el país, que tenga autonomía y que cobije en ella a los mejores.



Esa es una tarea que debemos asumir con absoluta responsabilidad y considerando las proyecciones de nuestra decisión.



Así como le ha pasado al conjunto de las instituciones, nuestro Máximo Tribunal vivió en los tiempos de la dictadura momentos difíciles, fue objeto de cuestionamientos muy de fondo y tuvo responsabilidad por no haber hecho lo suficiente en defensa de los derechos humanos.



El camino recorrido en los últimos veinte años ha sido correcto. Hemos recuperado para el país una Corte Suprema que, estamos seguros, hoy da garantías plenas en materia de respeto a los derechos humanos. Y, si se repitiera una situación como la señalada -espero que nunca más ocurra-, estoy seguro de que el compromiso del Máximo Tribunal sería distinto.



Uno de los aspectos relevantes que quiero valorar del Ministro Cisternas es el de que en el último tiempo ha planteado una convicción respecto a que los delitos que tienen que ver con violaciones a los derechos humanos no prescriben. Y eso habla de la profundidad, de la envergadura, de la importancia del desafío que envuelve el respeto a los derechos humanos como un tema permanente en nuestro país.



También deseo resaltar y valorar en general la conducción de la Corte Suprema por su actual Presidente.



Sin embargo, me parece que existen desafíos que van más allá.



Necesitamos modernizar nuestros tribunales. Debemos ponerlos en sintonía con los desafíos del siglo XXI. Tenemos que empezar a desarrollar tribunales con más sentido de los nuevos temas, como la diversidad, el respeto a los pueblos originarios.



Sobre el particular, valoro fallos reparatorios emitidos en el último tiempo. Por ejemplo, respecto a comuneros mapuches que habían sido condenados por Ley Antiterrorista. Vimos cómo, con sabiduría, un tribunal impidió acciones absolutamente discriminatorias y que significaban imponerles a miembros de los pueblos originarios un estándar que no se les aplica a los demás.



También hemos conocido fallos como el de Castilla, que fue reparador ante un atentado contra derechos de los chilenos cometido mediante un proyecto totalmente viciado. Y la Corte Suprema restableció la dignidad de nuestra nación.



Vemos de igual modo, sistemáticamente, fallos contra las isapres, que han registrado utilidades vergonzosas, millonarias, justamente porque en nuestro país hay un doble estándar y se permite la existencia de instituciones que pueden violar la Constitución.



Por ejemplo, a través de las preexistencias impiden el ingreso de enfermos al sistema, violando tratados internacionales suscritos por Chile y la ley que regula los derechos y deberes que les asisten a las personas respecto de acciones vinculadas con su atención en salud.



También atentan contra los derechos de los niños al fijar tarifas superiores en el caso de los más pequeños porque se enferman.



De igual forma, discriminan a la mujer (le aplican planes “sin útero” o le cobran el doble, cien por ciento más) y a la tercera edad.



Bueno: la Corte Suprema ha dictado fallos reparatorios al menos en lo referente a los aumentos determinados por las isapres en el costo de los planes, de los contratos de salud, que son unilaterales y que el Máximo Tribunal ha calificado de resoluciones arbitrarias e ilegales.



En tal sentido, valoro el rol cada vez más ciudadano que ha exhibido ese Tribunal de Justicia.



Sin embargo, creo que debemos ir todavía mucho más allá.



Vendrán grandes debates éticos respecto a la aplicación de la ciencia, al uso de células madre. Y tendremos que contar con una Corte Suprema que amplíe su diversidad de materias.



Señor Presidente, voto con un sentido de responsabilidad. Desconozco la posición política -si la tiene- del Ministro Cisternas. Pero creo que el Senado en el último tiempo ha adoptado decisiones buenas para el país en cuanto a construir una Corte Suprema que les dé garantías a todos; que exprese diversidad, autonomía, y que vaya instalándose cada vez más en los debates del futuro, que han de ser asumidos por el conjunto de la sociedad, incluidos nuestros tribunales de justicia.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, nuestra Constitución fija un quórum importante, macizo, de dos tercios de los Senadores en ejercicio, para los nombramientos de esta naturaleza.



Por tanto, todos los dimes y diretes habidos en esta Sala respecto a vetos, imposiciones, “uno tuyo y uno mío” pasan justamente por lograr aquella mayoría.



Ahora bien, la Excelentísima Corte Suprema, por renuncia voluntaria del Ministro señor Jaime Rodríguez Espoz, levantó cinco nombres, todos los cuales, a nuestro juicio, reunían los méritos suficientes para ser designados Ministros de la Corte Suprema, de la más alta magistratura de nuestro país. Y fue don Lamberto Cisternas Rocha la persona propuesta por el Presidente de la República.



La Comisión de Constitución repasó los méritos personales y profesionales del señor Lamberto Cisternas, e informó que la proposición presidencial para nombrarlo Ministro de la Corte Suprema cumple los requisitos, formalidades y procedimientos que prevé el ordenamiento jurídico vigente.



Nuestra Corporación tiene una tremenda responsabilidad en términos de hacer mayoría a los efectos de nombrar a la persona adecuada para el cargo en comento. Y estimo que, sin lugar a dudas, en el caso del señor Cisternas estamos nombrando a un futuro gran Ministro del Máximo Tribunal.



Ahora, si más adelante alguno de los otros nombres que figuran en la quina elaborada en esta oportunidad -puede haber otros- es propuesto por el Primer Mandatario, esperamos que en la votación que finalmente realice el Senado primen justamente sus condiciones profesionales, sus fallos y sus actuaciones judiciales, y no consideraciones de tipo personal. Ojalá que en ese caso no prevalezcan los vetos.



Señalo lo anterior porque, curiosamente, el tema se trae a colación en este caso. No se ha planteado en los restantes nombramientos que ha hecho el Senado, lo que me parece un poco extraño.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, como integrante de la Comisión de Constitución, quiero compartir con la Sala, además de los antecedentes curriculares del señor Ministro, mi apreciación en el sentido de que la suya -y lo digo responsablemente- fue una de las presentaciones más brillantes y valientes que hemos recibido en dicho órgano técnico, sobre la base de las distintas preguntas que le formulamos.



El señor Cisternas exhibió franqueza, sinceridad y capacidad de autocrítica cuando le planteamos temas como las calificaciones, la Academia Judicial, la creación de salas especializadas, la reforma, etcétera. Ello llama la atención, porque es difícil, en todas las esferas de los distintos Poderes del Estado, de los servicios públicos, en fin, encontrar a algún integrante que haga autocrítica y esté disponible para introducir las correcciones necesarias.



Estimo lo anterior una tremenda virtud, porque es efectivo que tenemos muchos desafíos por delante. El propio titular de Justicia se halla impulsando en la actualidad una reforma del Código de Procedimiento Civil. Urge una modificación del Código Penal, que es una de las materias en que registramos enormes niveles de atraso. Y eso es importante hacerlo siempre con los jueces y considerarlo un trabajo mancomunado entre la Corte Suprema y los demás Poderes del Estado, incluido el Legislativo, por cierto.



Reitero -y con esto termino- que, de las presentaciones más constructivas, propositivas y críticas que me ha tocado escuchar, tanto en mi rol actual de Senadora como en el de Ministra de Justicia en otra época, al presentar a diferentes postulantes y conocer sus puntos de vista, la del Ministro señor Lamberto Cisternas ha sido una de las más aportadoras.



En consecuencia, me siento muy contenta de poder votar a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).-Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición del Ejecutivo, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que 31 señores Senadores se pronuncian a favor.



Votaron las señoras Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor LABBÉ (Secretario General).- Hago presente que el Honorable señor Espina, por prudencia, se ha abstenido de votar, atendido el hecho de que en el estudio jurídico del cual es socio pasivo trabaja, como consta en el informe, un hijo del Ministro señor Cisternas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Rossi y de la intención de abstenerse del Honorable señor Letelier. 



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 16:19.









Manuel Ocaña Vergara, 









 Jefe de la Redacción
A N E X O S

DOCUMENTOS

1
PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE DECLARA FERIADOS QUE INDICA

(8631-06)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 8631-06.

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Declárase feriado el día viernes 17 de septiembre, cada vez que el 18 y el 19 de septiembre de aquel año, coincidan con sábado y domingo, respectivamente. Del mismo modo, al recaer el día 1 de enero en día domingo, el lunes 2 siguiente también será feriado.”.

Dios guarde a V.E.

 (Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2
INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE QUE CREA Y REGULA LOS REGISTROS NACIONALES DE INSPECTORES TÉCNICOS DE OBRAS (ITO) Y DE REVISORES DE PROYECTOS DE CÁLCULO ESTRUCTURAL, MODIFICA NORMAS LEGALES PARA GARANTIZAR LA CALIDAD DE CONSTRUCCIONES Y AGILIZA LAS SOLICITUDES ANTE LAS DIRECCIONES DE OBRAS MUNICIPALES

(8139-14)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de informar el proyecto de ley individualizado en el rubro, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


Cabe destacar que esta iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.


Concurrieron a una sesión en que se discutió este asunto el Honorable Senador señor Letelier y el Honorable Diputado señor Hales.


También asistieron a una o más de las sesiones, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, el Ministro, señor Rodrigo Pérez y el asesor, señor José Ramón Ugarte. De la Cámara Chilena de la Construcción, el Consejero Nacional del Comité Inmobiliario, señor Mauricio Salinas y el abogado, señor Gonzalo Bustos. Del Colegio de Arquitectos, el Presidente de Gestión Inmobiliaria, señor Enrique Barba. Del Colegio de Ingenieros, el Vicepresidente, señor Sergio Contreras. Los Directores de Obras de las Municipalidades de Valparaíso y de Casablanca, señora Adriana Germain y señor Yuri Rodríguez, respectivamente. De la Biblioteca del Congreso Nacional, la analista, señora Verónica de la Paz. De la SEGPRES, las asesoras, señoritas Francesca Cotroneo, Daniela Iglesias y Daniela Courtin, y el señor Tomás Celis. De la Fundación Jaime Guzmán, la asesora, señora Erika Farías. Concurrió asimismo el asesor de la Honorable Senadora señora Lily Pérez, señor Renato Rodríguez.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Crear un Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obra (ITO); otorgar rango legal al Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural, y modificar normas del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para garantizar la calidad de la construcción y perfeccionar la tramitación de solicitudes de permisos de urbanización y de edificación ante las Direcciones de Obras Municipales.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

 



Tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales el artículo 23, del artículo primero del proyecto de ley, en virtud de lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución Política de la República, y el artículo tercero de la iniciativa, de acuerdo a lo establecido en el artículo 118 de la Carta Fundamental. Lo anterior, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Constitución Política.

- - -


Todos los documentos recibidos y acompañados por los invitados fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión y se contienen en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones.

2.- Decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.


3.- Ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

 
El Mensaje que da inicio a este proyecto de ley expresa que en materia de calidad de la construcción se han introducido diversas modificaciones a la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

 
Manifiesta que la primera de ellas, contenida en la ley Nº 19.472, tuvo como principal objetivo establecer un conjunto de normas para garantizar la calidad de la construcción y agilizar el otorgamiento de los permisos de urbanización y de edificación por parte de las Direcciones de Obras Municipales.
 
Resalta que, con tal fin, esa ley, conocida como “Ley de Calidad de la Construcción”, centralizó en una sola persona la responsabilidad por las fallas y los defectos en la construcción, el “propietario primer vendedor”; prescribió la responsabilidad de los representantes legales de las personas jurídicas, previendo la circunstancia de que éstas se disuelvan; sometió las acciones derivadas de las fallas o defectos de calidad a un procedimiento más breve y concentrado, y creó la figura del Revisor Independiente para verificar que los anteproyectos, proyectos y obras cumplan con todas las disposiciones legales y reglamentarias, siendo subsidiariamente responsable con los arquitectos que realicen el proyecto de arquitectura. Este último aspecto, acota, fue posteriormente eliminado por la ley N° 20.016. Su contratación quedó como obligatoria para los edificios de uso público.

 
Indica que, además, en el año 2001 se dictó la ley Nº 19.748, que obligó a contratar Revisores de Cálculo Estructural para las edificaciones que señala la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, y creó el Registro de Revisores de Cálculo Estructural (decreto supremo N° 134, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 2002). Sin embargo, una de las principales falencias de esta institucionalidad es que no reguló materias que son propias de ley, dejándolas entregadas a la potestad reglamentaria, entre ellas, la responsabilidad que asiste a dichos Revisores.

 
Agrega que la ley Nº 20.016, de 2005, fijó plazos diferenciados de prescripción para perseguir las responsabilidades; por ello, no se estimó necesario innovar sobre el particular en esta iniciativa. Estos períodos van desde los 3 años para los defectos en terminaciones, hasta los 10 años tratándose de fallas estructurales, manteniendo para las instalaciones los 5 años que dispuso la ley N° 19.472, como regla general.

 
Connota que, además, se precisaron los aspectos a revisar por parte del Director de Obras Municipales al momento de otorgar los permisos de edificación y de urbanización, acotándolos a las normas urbanísticas de los proyectos, dejando la normativa técnica interior de los mismos, bajo la responsabilidad del arquitecto del proyecto y del Revisor Independiente. 
 
Sostiene que, adicionalmente, por omisión, la misma ley eliminó la responsabilidad de los Revisores Independientes que controlan los proyectos de arquitectura, dejándolos, por tanto, sin obligaciones respecto de esta importante función.

 
Explica que la realidad ha demostrado que los avances anteriores mejoraron sustancialmente las normas sobre calidad de la construcción, pero aún persisten algunas deficiencias y vacíos que este proyecto de ley pretende corregir. Afirma que el compromiso adquirido por el Gobierno, en materia de “Ciudad, Vivienda y Calidad de Vida”, incluye la solución de uno de los problemas de mayor relevancia, cual es, mejorar la calidad de las viviendas sociales y, en general, de todas las construcciones.

 
A continuación, el Mensaje se refiere a los objetivos que persigue el proyecto de ley: 

 
1) Garantizar la calidad de la construcción

 
Para estos efectos la iniciativa propone:

 
a) Crear el Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obra (ITO), y dar rango legal al Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural, estableciendo sanciones para los profesionales inscritos en los Registros Públicos que se crean al efecto, cuando en el ámbito de sus respectivas competencias actúen en contravención a la normativa.

 
b) Aumentar los niveles de autocontrol de los diferentes actores que intervienen en una construcción, prescribiendo expresamente la responsabilidad de los profesionales que participan tanto en los proyectos como en la ejecución de las obras -en sus respectivos ámbitos de competencia-, manteniéndose las obligaciones del propietario primer vendedor.

 
c) Instituir un mecanismo de fiscalización externa y la obligatoriedad de que en las edificaciones se adopten medidas mínimas de gestión y de control de calidad, por medio de las siguientes medidas:

 
a) Responsabilidad y autocontrol.

 
Se aspira a aumentar los niveles de autocontrol de los diferentes actores que intervienen en una construcción, explicitando la responsabilidad de cada uno de ellos: empresas constructoras; profesionales que realizan los proyectos de arquitectura y de cálculo estructural; profesionales que efectúan el estudio de la mecánica de suelo y las especialidades; profesionales encargados de la revisión de los proyectos o de la ejecución de las obras y de la supervisión de su ejecución. En algunos de estos casos, resalta, la ley no establece en forma expresa su responsabilidad o lo hace de manera difusa.

 
Destaca que la iniciativa de ley regula claramente las responsabilidades que les asisten a cada uno de los profesionales que participan en el diseño de proyectos: los que revisan y los encargados de su ejecución e inspecciones que la garanticen adecuadamente, acotándolas al marco de sus respectivas competencias y generando incentivos de autocontrol. Lo anterior, disminuirá los niveles de incertidumbre, al identificar a los responsables en caso que haya daños o perjuicios que provengan de fallas, errores o defectos de la construcción.

 
b) Mecanismos de supervisión externa y control de calidad.

 
Explica que la segunda adecuación que se propone para garantizar la calidad de las edificaciones es establecer mecanismos y medidas de gestión y de control de calidad de las obras. Para ello, el proyecto de ley obliga a que los edificios de uso público y los que determine la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, cuenten con un Inspector Técnico de Obra (ITO) que esté debidamente inscrito en un Registro, quien actuará en forma independiente del constructor, y cuya labor principal será supervisar que las obras se ejecuten según las normas de construcción aplicables y el permiso de construcción aprobado, y a los planos y especificaciones técnicas del proyecto.

 
Para lo anterior, subraya, es imprescindible contar con Registros adecuados, no solo para los Inspectores Técnicos, sino también para los Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural, que contemplen claramente la responsabilidad que les asiste en sus respectivas tareas, así como las sanciones aplicables a las infracciones que cometan. Con tal fin, se propone crear el Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obra (ITO), y dar reconocimiento legal al Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural, que si bien existe, está en un reglamento; en consecuencia, se eleva de rango, introduciendo un procedimiento infraccional. Dichos Registros se completan con el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación, creado el año 2005, mediante la ley N° 20.071.

 
2. Facultar a las Municipalidades para que decreten la inhabitabilidad de las edificaciones

 
Como segundo objetivo, expresa el Mensaje, la iniciativa incorpora la facultad de las Municipalidades para decretar la inhabitabilidad de edificaciones, en caso de daños que comprometan su estabilidad.

 
Conforme a esta atribución, previo informe de la Dirección de Obras, la Municipalidad podrá ordenar la inhabitabilidad de un inmueble hasta que se recepcionen las obras de reparación.

 
3.- Perfeccionamiento y agilización de trámites en las Direcciones de Obras Municipales

 
Este tercer objetivo se manifiesta en las siguientes enmiendas que introduce la iniciativa legal:

 
a) Precisar las funciones propias de los Directores de Obras Municipales, y asegurar el cumplimiento de los plazos máximos de tramitación.

 
Asevera que para alcanzar dicho fin -junto con delimitar las funciones de los Directores de Obras, permitiéndoles concentrar su labor en los aspectos urbanísticos de los proyectos-, se propone reforzar el sistema de reclamos ante tramitaciones excesivas o denegación injustificada de permisos, cuya resolución en segunda instancia depende de las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo.

 
Agrega el Mensaje que se aumentan los niveles de autocontrol de los profesionales que elaboran y suscriben los proyectos presentados ante las Direcciones de Obras Municipales, incluida la responsabilidad expresa en cuanto a que cumplen con todas las normas legales y reglamentarias aplicables.

 
Respecto de las labores de las Direcciones de Obras, destaca que se plantea coordinar el texto de la Ley General de Urbanismo y Construcciones con la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, en materia de funciones de dichos organismos.

 
b) Facilitar la tramitación de proyectos y obras acogidas a copropiedad inmobiliaria.

 
La iniciativa hace extensivos los procedimientos contemplados en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones a los trámites de proyectos de copropiedad inmobiliaria, ya que forman parte de los mismos proyectos que se tramitan ante las Direcciones de Obras Municipales.

 
c) Finalmente, se perfecciona la definición de las labores propias de los Revisores Independientes.

 
En este sentido, se busca la debida correspondencia entre las funciones señaladas en la ley N° 20.071, sobre Registro de los Revisores Independientes, con las labores fijadas para estos profesionales en la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

 
A continuación, el Mensaje detalla el contenido del proyecto de ley, resaltando los siguientes aspectos:

 
1) Se crea y regula el Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obras, y se otorga rango legal al Registro Nacional de Revisores de Proyecto de Cálculo Estructural.

 
Expresa que ambos Registros dependerán del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, quien los administrará en forma directa o por medio de terceros.

 
Agrega que hoy existe un Registro Nacional de Revisores de Proyecto de Cálculo Estructural, regulado por el decreto supremo N° 134, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 2002. Precisa que mediante esta modificación se persigue evitar que se efectúen observaciones de constitucionalidad a la luz de lo planteado por el Tribunal Constitucional en la Sentencia Rol N° 437, de 21 de abril del año 2005, sobre el ámbito de la reserva legal en materia de Registros, donde esa Magistratura declaró inconstitucional el inciso final del artículo 116 bis de la Ley General de Urbanismo y Construcciones de la ley N° 20.016, por remitir a la potestad reglamentaria la facultad de regular el Registro de Revisores Independientes, en el que se fijarían los requisitos de inscripción, las causales de inhabilidad, de incompatibilidad y de amonestación, suspensión y eliminación por incumplimiento de sus obligaciones.

 
Subraya a que en dicha sentencia se resolvió que no podían normarse por reglamento materias sustantivas, tales como las causales de inhabilidad e incompatibilidad, las infracciones y el órgano competente para aplicar las sanciones y el procedimiento para hacerlo.

 
De este modo, afirma, se determinan los requisitos para inscribirse y mantenerse en el Registro, en función de la profesión, idoneidad técnica y experiencia, así como las causales de inhabilidad e incompatibilidad que puedan afectarle, fundadas en conflictos de intereses y en la pérdida de las condiciones que lo habilitan para la inscripción.

 
Manifiesta que se dispone un procedimiento, así como los tipos de infracciones y sus respectivas sanciones, siendo la más extrema la eliminación o suspensión del Registro. La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo será el órgano competente para conocer de las faltas y aplicar las sanciones correspondientes.

 
También se prescribe que la resolución de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo será apelable ante la Comisión de Apelaciones que se indica al efecto.

 
2) Se modifican diversos aspectos de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

a) Respecto de las responsabilidades.
 
El Mensaje destaca que las responsabilidades de los profesionales que el proyecto de ley explicita, sólo están mencionadas genéricamente en el artículo 17 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, provocando controversias sobre las obligaciones de cada uno de ellos. Como modo de solución se propone:

 
i. Obligar a incorporar en la escritura de compraventa del bien raíz respectivo, la singularización de la empresa constructora y, tratándose de personas jurídicas, a sus representantes; al arquitecto; al profesional a cargo de cálculo estructural; al profesional responsable de la obra; a los profesionales de los proyectos de especialidades; al Inspector Técnico de Obra (ITO); al Revisor Independiente de Obras de Construcción, y al Revisor del Proyecto de Cálculo Estructural.

 
ii. Regular expresamente la responsabilidad del arquitecto que realice el proyecto de arquitectura, en cuanto a cumplir con todas las normas legales y reglamentarias aplicables a los proyectos, y responder por los errores, si a consecuencia de ellos se hubieren producido daños o perjuicios. 

 
iii. Señalar claramente la obligación del profesional competente que realice el proyecto de cálculo estructural, de cumplir con todas las normas legales, técnicas y reglamentarias aplicables, preceptuando el contenido que debe tener el proyecto, referido a los planos, a la memoria, a las especificaciones técnicas y al estudio de mecánica de suelos, que se introducen como componentes obligatorios del proyecto de cálculo estructural.  

  
Adicionalmente, afirma, se prescribe que el profesional que realice el proyecto será responsable de cumplir con todas las normas aplicables a estas materias, y deberá asumir los errores cometidos en el ejercicio de sus funciones, si a consecuencia de ellos se hubieren producido daños o perjuicios.

 
iv. Regular que el Inspector Técnico de Obra (ITO), será responsable de supervisar que las obras se ejecuten conforme a las normas de construcción aplicables en la materia y al permiso aprobado y a sus modificaciones, así como al proyecto de arquitectura, al proyecto de cálculo estructural y su memoria, y a los proyectos de especialidades, incluidos los planos y especificaciones técnicas correspondientes, siendo subsidiariamente responsable con el constructor por los daños o perjuicios ocasionados por fallas o defectos en la construcción, derivados del incumplimientos de sus funciones de supervisión.
 
v. Prescribir la responsabilidad del revisor independiente de proyectos y obras de construcción, estableciéndose que será subsidiariamente responsable con el arquitecto que realice el proyecto de arquitectura, en cuanto a que el permiso y sus obras se adecuan a las normas legales y reglamentarias.

 
vi. Preceptuar que los Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural serán subsidiariamente responsables con los profesionales que los elaboren, debiendo verificar que los planos, la memoria de cálculo, las especificaciones técnicas y el estudio de mecánica de suelos, cumplan con todas las normas.

 
b) Respecto de las medidas de gestión y de control de calidad se pretende:
 
i. Disponer la obligación de contar con un Inspector Técnico de Obra (ITO), independiente del constructor, cuando se trate de edificios de uso público y demás casos que señale la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones. Este profesional deberá estar inscrito en el Registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo o en quien delegue esta función.

 
El Inspector Técnico de Obra (ITO), estará encargado de supervisar que la obra se ejecute conforme a las normas de construcción y al permiso de construcción aprobado. Deberá también registrar en el Libro de Obras la inspección de las partidas que determinen las respectivas especificaciones técnicas, y verificar oportunamente el cumplimiento de las medidas de gestión y de control de la calidad.

 
ii. Reforzar las medidas de gestión y de control de calidad que debe adoptar el constructor a cargo de la obra, para que se ejecute de acuerdo a las normas técnicas y al resto de la normativa aplicable.

 
Para ello, se definen los contenidos mínimos que deberá recoger la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, respecto del documento que contenga dichas medidas de gestión y de control de calidad, el que deberá estar disponible para los profesionales competentes, el Inspector Técnico de Obra y los inspectores de la Dirección de Obras Municipales, entre otros.

 
c) Acerca de asegurar el cumplimiento de los plazos máximos de tramitación.
 
i. Se regula que en caso de falta de pronunciamiento del Director de Obras Municipales dentro del plazo máximo legal, o en caso de denegación injustificada de una solicitud, habiéndose cumplido el procedimiento de reclamo establecido en la ley, cuando la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo determine que procede la aprobación de lo solicitado por parte de la Dirección de Obras Municipales, corresponderá el pago únicamente del 50% de los derechos municipales a cobrar por dicho trámite, debiendo pagarse el otro 50% a la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, a beneficio fiscal. 

 
ii. En complemento con lo anterior, se señala la obligación de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de enviar los antecedentes de la denegación injustificada a la Contraloría General de la República.

 
3) Modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.

 
a) Se establece la necesaria concordancia entre las labores de los Directores de Obras Municipales reguladas en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, y las funciones contempladas en el artículo 24 de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

 
b) Se llena el vacío legal existente en relación a la aprobación de planos de modificación de deslindes de predios ubicados dentro de los límites urbanos, o en los que se autoriza a subdividir y urbanizar de acuerdo al artículo 55 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

 
Lo anterior, considerando que los Directores de Obras Municipales tienen entre sus atribuciones la aprobación de planos de loteos y subdivisiones de terrenos en dichas áreas, por lo que es lógico que también puedan autorizar modificaciones de deslindes de predios.

 
4) Modificaciones a la Ley de Copropiedad Inmobiliaria.

 
La tramitación de solicitudes ante la Dirección de Obras Municipales se efectuará conforme a lo establecido en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL





El señor Ministro de Vivienda y Urbanismo explicó los lineamientos generales del proyecto de ley, resaltando que persigue definir claramente los roles y las responsabilidades de los distintos actores que intervienen en el proceso de construcción; además de hacer más expedita la aprobación de los permisos de edificación por parte de los Directores de Obras, para que el trámite se realice dentro de los plazos establecidos en la ley.

 



El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo hizo presente que diversos cuerpos legales han modificado la Ley General de Urbanismo y Construcciones.





Mencionó la ley N° 19.472, que efectuó los siguientes aportes:

 



- Identificó como responsable primario al “propietario primer vendedor”.

 



- Estableció la responsabilidad de las personas jurídicas cuando el suscriptor es su representante legal.

 



- Creó la figura de los Revisores Independientes; rebajó a 30% los derechos municipales, y dispuso un plazo diferenciado de 15 días. 

 



- Fijó la responsabilidad de los Revisores Independientes como subsidiaria a la de los arquitectos.





Posteriormente, añadió, la ley N° 19.748 instituyó la figura de los Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural, y delegó en un decreto la conformación del Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural (Decreto Supremo N° 134, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 2002).

 



Finalmente, destacó, la ley N° 20.016 realizó también importantes modificaciones, como fijar plazos de caducidad para las responsabilidades por fallas o defectos: 10 años para la estructura, 5 años para las instalaciones y 3 años para las terminaciones; eliminar (por omisión) la responsabilidad de los Revisores Independientes, y acotar las materias que deben ser revisadas por los Directores de Obras sólo a las normas urbanísticas, sin modificar la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, en cuanto a las funciones del Director de Obras.





A continuación, enunció los principales objetivos del proyecto de la ley en estudio:





En materia de calidad de la construcción:

 



- Prescribir la responsabilidad de arquitectos, ingenieros calculistas y constructores.

 



- Precisar las responsabilidades de los revisores de proyectos: Revisor Independiente, Revisor de Cálculo, Inspector Técnico de Obra (ITO), como subsidiarias.

 



- Crear el Registro de Inspectores Técnicos de Obras (ITO), estableciendo las inhabilidades, incompatibilidades, faltas y sanciones, remitiendo las apelaciones a un procedimiento administrativo. 





- Otorgar rango legal al Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural, reglando las inhabilidades, incompatibilidades, faltas y sanciones. Las apelaciones también son resueltas en un procedimiento administrativo.





- Mantener los plazos de caducidad de responsabilidades vigentes (10, 5 y 3 años).

 



- Facultar a las Municipalidades para decretar la inhabitabilidad de las edificaciones, previo informe del Director de Obras.

 



- Permitir al Director de Obras que solicite la reparación de edificaciones cuando se comprometa la seguridad.

 



En cuanto a las materias comprendidas en la Agenda de Impulso Competitivo, la iniciativa persigue agilizar los trámites ante las Direcciones de Obras Municipales, con las siguientes medidas:

 


 
- Conservar los plazos de tramitación vigentes (30 y 15 días, para el acta de observación y para el permiso de edificación).

 



- Incorporar normas para que tales plazos se cumplan, reforzando la acción de la Secretaría Regional Ministerial en el procedimiento de reclamo cuando determina que procede otorgar el permiso:

 



a) Castigo de 50% de los derechos municipales, que pasan al Fisco.

 



b) Obligación de enviar los antecedentes a la Contraloría General de la República para iniciar un sumario contra el Director de Obras.


- Facilitar la labor del Director de Obras:

 



a) Preceptuando la responsabilidad explícita de los profesionales y de los revisores, en cuanto a que el proyecto cumple con las normas aplicables.

 



b) Acotando la revisión solo a los aspectos urbanísticos de los proyectos (permiso y recepción).

 



c) Eliminando la necesidad de permiso para las obras menores (Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones).





Además, el proyecto regula los siguientes aspectos: 

 



- Introduce plazos y procedimientos para la tramitación de la Copropiedad Inmobiliaria.

 



- Simplifica la tramitación de materias relacionadas con los deslindes y superficie de los terrenos. 





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo puntualizó que este último aspecto se fundamenta en que, por lo general, la superficie del terreno de las subdivisiones, los loteos y las urbanizaciones identificada en los planos no coincide con el levantamiento topográfico o el título de dominio, por lo que se faculta al Director de Obras para actualizar esta información.





Por su parte, el abogado de la Cámara Chilena de la Construcción acompañó su exposición con una presentación en power point, cuya copia se adjunta a este informe. Manifestó que la iniciativa de ley pretende implementar un sistema de control de calidad  de los procesos de construcción, con el objeto de garantizar el cumplimiento de los estándares establecidos por la normativa técnica.

 



Añadió que la ley N° 19.472 reguló la calidad de la construcción, y traspasó a los revisores independientes parte de la labor de revisión de proyectos, con la consecuente disminución de los plazos máximos de tramitación.

 



Resaltó que la iniciativa en estudio refuerza, además, las obligaciones de control y las responsabilidades de los profesionales que hacen los proyectos y las labores de revisión en forma previa y complementaria a la que efectúan las Direcciones de Obras Municipales, al mismo tiempo que perfecciona las normas para agilizar la tramitación de solicitudes, autorizaciones y permisos ante dichos organismos comunales.

 



En líneas generales, comentó que la Cámara Chilena de la Construcción estima que el proyecto de ley es positivo, puesto que establece expresamente la responsabilidad de quienes participan en el proceso constructivo. Asimismo, acotó que se aceleran los plazos de tramitación ante las Direcciones de Obras Municipales, al igual que en la Ley de Reconstrucción, eliminando la burocracia.





No obstante considerar favorable la iniciativa, efectuó algunas observaciones:





- En cuanto a la creación del Registro de ITO, el artículo 4° señalaba, en su origen, que un Inspector estaba inhabilitado para inscribirse en más de una categoría del Registro, sea como persona natural o como integrante de una persona jurídica.


 


Explicó que durante el primer trámite constitucional se eliminó esta restricción -porque que no había razón que la justificara-, y la Cámara Chilena de la Construcción estuvo de acuerdo. Manifestó que una empresa de ITO podría, por ejemplo, inscribirse en la 1ª Categoría para obras de edificación; en 2ª Categoría para obras de vialidad y/o en 3ª Categoría para obras industriales.





- En el proyecto de ley se hace referencia a que la labor del ITO es “supervisar” el desarrollo de la obra, en circunstancias de que, en su opinión, la palabra correcta es “verificar”.
 



Por otra parte, hizo presente que sería recomendable definir el término “verificar”, para que esta tarea se ejecute de manera muestral y con un criterio estadístico.

 



- En el artículo primero, artículo 7°, número 2), letra c), se señala que constituye una infracción grave si el ITO o su suplente no están presentes en la obra “durante la ejecución de las partidas principales cuando deba supervisar su correcta ejecución”. Estimó que se debe precisar esta exigencia y definir qué se entiende por “partidas principales”; de lo contrario, podría ser impracticable, ya que éstas se pueden realizar en múltiples frentes simultáneos y, además, porque es posible trabajar en varias partidas principales en forma conjunta (por ejemplo, enfierrado en una parte de la obra y el hormigonado en otra), y en las dos se requerirá de un ITO para cada faena en particular.





- En distintas disposiciones del proyecto de ley se señala que los ITO deben actuar según las “normas aplicables”.

 



Sostuvo que es necesario explicitar que éstas se refieren a las reglas legales y técnicas obligatorias reconocidas por el ordenamiento jurídico; de lo contrario, se harían exigibles las más de mil normas emitidas por el Instituto Nacional de Normalización, muchas de ellas derogadas tácitamente, obsoletas e incluso contradictorias entre sí.


 


Señaló que la Cámara Chilena de la Construcción entiende que la corrección en al artículo 2° de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones puede ser insuficiente, e inducir a dudas en su interpretación.

 



En cuanto al Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural, explicó que el artículo 10 de la iniciativa expresa que el Revisor estará inhabilitado para inscribirse en más de una categoría del Registro, sea como persona natural o como integrante de una persona jurídica.

 



Al igual que la observación hecha acerca del Registro de ITO, estimó que debe suprimirse esta restricción, ya que no existe una razón de fondo para su establecimiento. 

 



Manifestó que el artículo 14 del artículo primero consagra   las   infracciones   en   que   pueden   incurrir   estos    profesionales -clasificándolas en leves, graves y gravísimas-, y recordó que en el primer trámite constitucional se eliminó la circunstancia de omitir cualquier “antecedente relevante del proyecto de cálculo estructural” que deba incluirse en los expedientes que se presenten ante las Direcciones de Obras Municipales.





Aseveró que esa frase debería ser reincorporada, definiendo qué se entiende por “antecedente relevante”; de lo contrario, se podrían aplicar sanciones en forma arbitraria.

 



Hizo presente que el Título II, sobre Procedimiento de Aplicación de Sanciones, establece en su artículo 15 que será competente para conocer de las infracciones la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Región en cuyo territorio se cometió la infracción.

 



Con este artículo, advirtió, se otorgan facultades jurisdiccionales a órganos de la Administración Pública, lo que es improcedente, puesto que en el país existen tribunales competentes para resolver adecuadamente este tipo de materias.

 



Destacó que la letra b), del numeral 4), del artículo segundo, prescribe que en el desempeño de sus funciones, los Revisores Independientes deberán supervisar que los proyectos de construcción y “sus obras” cumplan con las disposiciones legales y reglamentarias. Al respecto, señaló que estos profesionales no tienen participación ni injerencia alguna en la realización de las obras, por lo que  sugirió excluir esta responsabilidad.





El Consejero Nacional del Comité Inmobiliario de la Cámara Chilena de la Construcción hizo notar que el proyecto de ley busca objetivos favorables para el sector, pero debe cautelarse que esta nueva normativa no entorpezca ni dificulte el proceso de la construcción.





El Honorable Senador señor Pérez Varela coincidió en que el término “verificar”, sugerido por la Cámara Chilena de la Construcción, es más preciso que el de “supervisar”, utilizado por la iniciativa, para efectos de especificar la labor del ITO.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que el vocablo “supervisar” es un concepto más amplio y propio para definir las funciones del ITO, de manera que éstas no se limiten a constatar hechos.





En cuanto a la expresión “partidas principales”, mencionada  en  el  Párrafo  relativo  a  las  infracciones cometidas por los ITO -artículo 7°, número 2), letra c)-, destacó que el representante de la Cámara Chilena de la Construcción omitió la frase final que alude a que la falta del ITO o de su suplente durante la ejecución de las partidas principales es “conforme lo establezca el Reglamento”, ya que detallar en una ley todas las partidas de una obra sería imposible e improcedente.





Destacó que esta obligación se entendería cumplida si el Inspector está presente durante la ejecución de la obra en forma aleatoria, más que estadística, como se sugiere. Puso como ejemplo que el ITO debería verificar aleatoriamente en una obra de hormigón los sellos de la fundación de cimientos.





En relación a que los ITO deberán actuar según las “normas aplicables”, explicó que el proyecto de ley delega en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones especificar las normas técnicas obligatorias en cada ámbito de la construcción.





Sostuvo que hay normas técnicas que no son de libre acceso pese a ser de aplicación obligatoria, ya que para obtenerlas es necesario comprarlas al Instituto Nacional de Normalización, que es un organismo privado, con dependencia de CORFO. La Entidad emite las normas y el Ejecutivo las oficializa mediante un decreto, que no se publica.





Añadió que el Instituto cumple su función normativa por encargo de algún organismo del Estado, elaborando una norma técnica. Le corresponde a la Ordenanza señalar cuáles tienen el carácter de obligatorias





Aseveró que la eliminación de la infracción que pueden cometer los ITO -relativa a la omisión de cualquier antecedente relevante del proyecto de cálculo estructural que deba incluirse en los expedientes que se presenten en las Direcciones de Obras Municipales-, se debió a que el profesional que ingresa estos antecedentes en dicha Dirección no es el ITO; además, la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones detalla los documentos que deben adjuntarse a esta presentación.





Finalizó expresando que en materia de vivienda y urbanismo existe una multiplicidad de reglas jurídicas dispersas, tornando difícil la actividad de la construcción y el desarrollo de un urbanismo eficaz y de calidad.





Resaltó que la Comisión creada por el Ejecutivo para estudiar la nueva política de desarrollo urbano, ha recomendado agrupar esta normativa dispersa.





El Honorable Senador señor Tuma llamó a definir quién será la autoridad encargada de hacer esta tarea de recopilación, a lo que el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respondió que la Cartera que representa está enfrentando este desafío, por etapas. 





El señor Vicepresidente del Colegio de Ingenieros de Chile efectuó una serie de observaciones al articulado del proyecto de ley, las cuales están recogidas en un documento que se adjunta como anexo al informe.





Entre ellas, connotó que la iniciativa no define adecuadamente las funciones y atribuciones del Inspector Técnico de Obras en los proyectos de construcción. Añadió algunas sugerencias respecto de la denominación de este profesional, y sobre quién será el que en definitiva costee sus servicios.





Mencionó que la iniciativa alude en varios preceptos al “calculista”, concepto que no está respaldado por ningún título profesional, por lo que recomendó aclarar que se refiere al profesional autor del proyecto estructural.





Propuso también definir la expresión “partidas principales”, utilizada en el artículo primero, artículo 7°, numeral 2), letra c), de manera de explicitar las partidas específicas de las obras del proyecto que deben ser supervisadas por el ITO, personalmente o por el suplente designado.





En cuanto al Procedimiento de Aplicación de Sanciones del Título III, destacó que se otorgan facultades jurisdiccionales a órganos de la Administración Pública, en circunstancias que existen tribunales competentes para conocer este tipo de materias.





Por su parte, el representante del Colegio de Arquitectos adjuntó un documento que contiene una serie de propuestas al proyecto de ley, cuya copia se anexa.





Estimó de suma relevancia la creación de la figura del ITO, que velará por el aseguramiento de la calidad de la construcción de las obras.





Observó que la iniciativa pretende radicar en las Direcciones de Obras Municipales el control del cumplimiento de la normativa urbana, en tanto que la fiscalización de la calidad de la construcción la entrega a profesionales independientes competentes, ayudando a la agilización de los trámites efectuados ante dichos organismos comunales.





Hizo presente que sería conveniente analizar el régimen de responsabilidades de los ITO, a fin de evitar contradicciones con las normas del Código Civil.





Asimismo, coincidió en la necesidad de definir con precisión el concepto de “partidas principales”, estableciendo qué parte de la ejecución de las obras deben ser supervisadas personalmente por el ITO titular o suplente.





En cuanto al Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural, aconsejó prescribir que estos profesionales deben entregar el correspondiente informe de cálculo a la Dirección de Obras, conjuntamente con los planos revisados y timbrados. Indicó que, en su oportunidad, realizaron esta petición al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, pero fue denegada. Asimismo, puso de relieve la conveniencia de que dicha Cartera utilice un formato estándar y único para la confección de los referidos informes.




En cuanto a la modificación del artículo 67 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, que faculta al Director de Obras para modificar deslindes de una propiedad, advirtió que esta autoridad no tiene atribuciones para ejercer este tipo de funciones. Además, sostuvo que si los deslindes no coinciden con la escritura pública respectiva, el Conservador de Bienes Raíces se negará a efectuar la inscripción correspondiente.




 
Añadió que es preciso enmendar otros instrumentos legales que rigen a los Conservadores de Bienes Raíces para que el procedimiento sea aceptado al registrar la propiedad con los nuevos límites, y cuando existan diferencias con las escrituras anteriormente inscritas. De esa forma, acotó, se evitarán trámites engorrosos cuando haya reclamos de terceros con antecedentes difíciles de esclarecer por parte del Director de Obras Municipales, como las herencias pendientes.




La Honorable Senadora señora Lily Pérez hizo un llamado a analizar con detención este tema debido a sus consecuencias jurídicas relevantes.




Finalmente, el representante del Colegio de Arquitectos manifestó que sería recomendable que en la modificación al artículo 116 bis, en el inciso primero, ii), de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, que dispone que será obligatoria la contratación de un revisor independiente cuando se trate de un edificio de uso público, agregar a las construcciones que cuenten con una Zona Vertical de Seguridad y los demás casos que determine la Ordenanza General.

 


Explicó que sugiere incluir esta frase porque al modificarse el artículo 24 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, las normas de seguridad en las edificaciones ya no serán materia de revisión por las Direcciones de Obras Municipales, razón suficiente para que en edificios de siete o más pisos, que deben contar con Zonas Verticales de Seguridad (escaleras protegidas en caso de incendios) intervenga obligatoriamente un revisor independiente de obras de construcción, que verifique el cumplimiento de estas normas (evacuación y protección contra incendio). 

 


Indicó que es necesario tener presente que nunca ha sido el ánimo del legislador liberalizar las exigencias de las normas y su fiscalización en estos aspectos, sino solamente evitar la duplicidad de tareas entre los Revisores Independientes y las Direcciones de Obras Municipales; por ello, agregó, debería asegurarse en la ley el deber de someter los proyectos de edificios de siete o más pisos y que no son necesariamente de uso público, al control de los revisores independientes. 

 


Solicitó, finalmente, incorporar en la regulación de los Colegios Profesionales la facultad de dictar normas sobre ética obligatorias para todos los profesionales independientes, estén o no colegiados, considerando que se entregan muchas responsabilidades y es conveniente supervisar estas actuaciones en resguardo del bien común.





Ofreció la ayuda del Colegio de Arquitectos para analizar eventuales modificaciones a la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.




El Honorable Diputado señor Hales también efectuó algunos comentarios sobre la iniciativa. Aludió al problema del “clientelismo” que podría producirse si el dueño de la construcción contrata a su calculista y al revisor de éste, ya que es muy probable que se cree una relación consuetudinaria y de confianza. A su juicio, es posible que se desvirtúe el sentido de la “segunda mirada” que inspira al proyecto de ley para asegurar la calidad de la construcción. 





Para evitar esa situación, planteó que el propietario proponga cinco o seis nombres del Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural, y que sea el órgano que lo administre quien, en definitiva, resuelva por sorteo. Acotó que el propietario no podría elegir al mismo revisor para más de tres proyectos seguidos y, por tanto, este sería eliminado del sorteo. Aseveró que la misma situación rige para los ITO.





Asimismo, hizo notar que se otorgan nuevas atribuciones y competencias a las Direcciones de Obras Municipales, sin contemplar el financiamiento para el personal de apoyo requerido.





En cuanto a las inhabilidades y a las causales de eliminación del Registro, mencionó que la sanción más alta para los ITO, en caso de una infracción gravísima, es la eliminación y suspensión hasta por tres años.

 



Destacó que la sanción tiene como fundamento reparar ante la sociedad el mal causado en el ejercicio de las funciones de este profesional. La penalidad, opinó, debe ser concordante y proporcional con el número de afectados directa o indirectamente, evitando provocarle un menoscabo irreparable en el ejercicio de la profesión, o estigmatizarlo frente a sus pares.





Puso de relieve que es imprescindible regular los actos que serán reprochables en forma taxativa, y que tengan como única sanción el máximo establecido en este proyecto de ley, ya que se refiere a sanciones “hasta por...”, o bien,  “el plazo de uno o tres años”, pero no fija un mínimo.

 



Aclaró que en el caso del Registro Nacional de ITO, se fija como sanción para las infracciones graves la suspensión hasta por un año, pero no hay un mínimo de días o de meses. En el caso de las infracciones gravísimas, se impone la eliminación o la suspensión del Registro, hasta por tres años. 





Sostuvo que las infracciones gravísimas debieran castigarse con un mínimo de un año (pena fijada para las infracciones graves), y un máximo de tres años. De lo contrario, al dar tanta discrecionalidad para determinar la duración de la sanción, podría producirse una distorsión, y que una falta gravísima se castigue con suspensión de un año, y una grave con idéntica pena.

 



Añadió que lo mismo sucede en la escala de sanciones que se fijan para los Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural, donde tampoco existe un plazo mínimo de suspensión.





También mencionó el procedimiento de aplicación de penas, recordando que en contra de la resolución que pone fin al procedimiento sancionatorio procederá el recurso de apelación, y que en el caso de los ITO -según el artículo 21 del proyecto de ley- deberá ser interpuesto ante la Comisión de Apelaciones establecida en el artículo 15 de la ley N° 20.071, que crea y regula el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación.

 



En cuanto a los Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural, deberán recurrir a la Comisión de Apelaciones que se crea en el artículo 23 de la iniciativa, compuesta por diez personas. A juicio de Su Señoría será impracticable y poco eficiente por el excesivo número de miembros. Propuso reducirlo a tres.

 



Otro punto que estimó crítico es el procedimiento administrativo, contencioso y público, sin considerar la intervención de los tribunales ordinarios de justicia. 

 



Por último, en relación a las medidas de publicidad de las sanciones, indicó que no se crea en la iniciativa un registro de ellas ni un lugar en que estén disponibles para ser consultadas.





La señora Directora de Obras de la Municipalidad de Valparaíso efectuó una presentación, cuya copia de adjunta como anexo al presente informe. En ella, destacó los objetivos y principales contenidos de la iniciativa.





Señaló que los controles legales que se han introducido en el ámbito de la construcción surgen porque no hay un ente de control externo en el campo profesional, rol que antiguamente cumplían los Colegios Profesionales.

 



Enfatizó que se ha legislado para que la labor del arquitecto la supervise el Revisor Independiente, la del Calculista, el Revisor de Cálculo y ahora la del Constructor, el ITO. 

 



Preguntó por qué no se confía en la responsabilidad de los profesionales originales y se necesita que un segundo profesional supervise lo que hizo el anterior. Agregó que la existencia de un Registro para cada uno de ellos no avala una mayor competencia de los inspeccionados.

 



A su juicio, el legislador ha restringido al campo jurídico el problema de la calidad en la construcción, en circunstancias que se deberían considerar también otros aspectos, como los niveles de competencia de todos los profesionales que intervienen en una obra; definir los procedimientos constructivos y protocolos de aceptación mediante certificaciones ISO -como en la gran minería-, y requerir un determinado número de años de ejercicio profesional y de experiencia para realizar ciertas labores, entre otros.

 



Destacó que sería conveniente obligar a los profesionales que tienen responsabilidad pecuniaria en una obra a tener algún tipo de seguro que avale el cumplimiento efectivo de la sanción.

 



Afirmó que respecto a los ITO no se determina quién y cómo se asumen los costos de contratación; tampoco se resuelve, en caso de haber divergencia con el constructor, qué competencia prima y de quién es la responsabilidad específica, ya que la sustitución propuesta al artículo 143 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, establece que esta competencia es del constructor a cargo de la obra.

 



Asimismo, hizo notar que no corresponde insistir en que es responsabilidad de las Direcciones de Obras Municipales el incumplimiento de plazos, ya que son fijados unilateralmente, sin consulta alguna, y sin considerar las particularidades de cada municipalidad.





Aseveró que varios municipios pueden dar cuenta de la ventaja de los sistemas digitales, como Peñalolén y Vitacura, simplificando y acortando el tiempo de algunos trámites en el módulo de permisos diversos, pero reconoció que tienen un costo que pocas comunas pueden absorber.

 



Añadió que el mismo sistema podría aplicarse a  los ITO y a los Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural, pudiendo acceder a sus informes y bitácoras, en el caso de los ITO, y a un repositorio digital asociado a las solicitudes de permiso, o a los expedientes, que necesariamente deben ser públicos en sus partes generales, conforme a la leyes de transparencia y de la calidad de la construcción.

 



Sostuvo que la ley actual no establece mayores requisitos para ser Director de Obras, sólo poseer un título profesional de arquitecto, ingeniero civil o constructor civil, y esta exigencia tampoco garantiza que en todas las comunas se aplique el mismo criterio, ya que cada profesión define un enfoque diferente sobre la misma materia.

 



Connotó que, además, no se dan las condiciones en las plantas municipales para que las Direcciones de Obras tengan el rango, las remuneraciones y el apoyo profesional necesario para el cumplimiento de sus funciones y, sobretodo, la habilitación para cumplir su labor dentro de los plazos requeridos, sin que ello redunde posteriormente en sanciones.

 



Expuso que sin tener en cuenta estas consideraciones no será posible mejorar la calidad de la construcción, ni tampoco el cumplimiento de los plazos.

 



Asimismo, se refirió a la homologación de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades con la Ley General de Urbanismo y Construcciones, señalando que es imprescindible concordar el artículo 8º de éste último texto, con el artículo 24 del estatuto orgánico, que no consulta el cargo de Director de Obras, sino que hace referencia a la jefatura de la unidad de obras municipales. En consecuencia, la unidad creada por la Ley Orgánica no tiene la misma denominación que la Dirección de Obras a que alude el mencionado artículo 8°. Sugirió uniformar los términos, de modo que no haya problemas de interpretación, para lo cual habría que concordar la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, la ley N° 19.537, de Copropiedad Inmobiliaria, y la Ley General de Urbanismos y Construcciones.





Luego, efectuó algunas observaciones específicas a artículos de la iniciativa. Por ejemplo, que en el artículo 142 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones se sustituya la palabra “edificación” por “construcción”, y se modifique el artículo 24 número 2), letra a), de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, en el mismo sentido, ya que la Ordenanza General define la palabra “construcción” como obras de edificación o urbanización, y no se refiere al concepto de “edificación”. 

 


 
En cuanto a las facultades del Director de Obras para aprobar fusiones, subdivisiones y modificaciones de deslindes de un predio, sugirió enmendar también las normas que regulan a los Conservadores de Bienes Raíces, ya que éstos se niegan a introducir cambios en las inscripciones existentes, aun cuando sea de manifiesta conveniencia tratándose de propiedades muy antiguas, en algunas de las cuales no se mencionan medidas, ni superficies, e incluso las calles han cambiado de nombre.

 



Insistió en que si se legisla sobre el tema, es imprescindible incorporar también la obligación de los Conservadores de Bienes Raíces de aceptar dichas modificaciones o rectificaciones de deslindes, ya que en caso contrario, el trámite quedará sin aplicación práctica.

 



Respecto al cobro parcial de derechos municipales, aseveró que no parece posible cobrarlos respecto de la parte del terreno que se modifica.

 



Por último, recomendó introducir un artículo 161 bis, nuevo, a la Ley General de Urbanismo y Construcciones, que disponga que previo informe fundado de la Dirección de Obras, la municipalidad podrá decretar la inhabitabilidad parcial o total de los edificios que presenten daños que comprometan su estabilidad, ordenando su desalojo.

 



Informó que actualmente muchos decretos de demolición son imposibles de cumplir, ya que el inmueble está ocupado por arrendatarios o por personas diversas del dueño. En consecuencia, sería oportuno aclarar si este artículo incluye el inmediato auxilio de la fuerza pública para hacer efectiva su ejecución.





El señor Director de Obras de la Municipalidad de Casablanca estimó que el legislador ha llevado al campo jurídico el problema de la calidad en la construcción, en circunstancias que el asunto comprende otros aspectos, como el nivel de competencia de los profesionales de la construcción y la ausencia normativa sobre la exigencia de procedimientos constructivos y sistema de aseguramiento de la calidad.

 



Puntualizó que los profesionales deberían igualar competencias y rendir un examen nacional antes de ejercer la profesión; y una vez aprobado dicho examen habilitar su actuación en edificios de uso público y en actividades de gestión inmobiliaria. Esto resultaría de un programa académico obligatorio de especialidades para las carreras. Sin embargo, dijo, el sistema preponderante ha generado sistemas vulnerables, como el de la acreditación universitaria.

 



Agregó que la ley debe explicitar cuáles son las competencias de cada profesional y sus límites, puesto que las funciones están vinculadas al ordenamiento que creó los colegios profesionales, que en la actualidad no tienen ningún peso.

 



Reiteró que tampoco la ley fija requisitos para ser Director de Obras; el único es estar en posesión del título profesional de arquitecto, ingeniero civil, o constructor civil, por lo que no hay restricción para quien debe aprobar y fiscalizar las obras. Subrayó que es imprescindible una simetría entre las competencias del profesional que solicita y el que otorga el permiso correspondiente.





A continuación, expresó que la Ordenanza no exige la elaboración de procedimientos constructivos para asegurar la calidad de la construcción; si bien existen las medidas de control y de gestión requeridas en la recepción definitiva de la obra, se trata de un mero trámite que no representa necesariamente la aplicación de dichos procedimientos, porque esta obligación debiera cumplirse al solicitar el permiso y no al final de la obra. 





Explicó que el Libro de Obras a que se refiere el artículo 1.2.7. y 1.2.8 de la Ordenanza no es llevado simultáneamente con la construcción, y que en algunas Direcciones de Obras ni siquiera es exigido. Su contenido no está regulado en cuanto a los procesos constructivos y a su calidad, ni tampoco señala los protocolos de recepción de partidas, ni la singularización en el proyecto de ejes, cotas y fechas de ejecución. 





Aseguró que para superar tales inconvenientes sería recomendable crear un repositorio digital nacional a cargo del MINVU, encargado de llevar el Libro de Obras en ejecución con las firmas correspondientes, y regular la exigencia de estampar los procedimientos aprobados por el ITO y ejecutados por el constructor, individualizando las partidas recibidas, emplazamiento dentro de la obra (cotas y ejes), y fechas de ejecución. 





Concluyó que la idea de crear registros obligatorios es excelente, pero sostuvo que además es imprescindible regular los contenidos de los informes de estos profesionales, pues basta un simple certificado del Revisor de Cálculo para validar el proyecto. Este procedimiento de revisión debe ser estandarizado en cuanto a la evidencia de verificación, adjuntando las memorias de cálculo ejecutadas por este profesional y los planos aprobados firmados por él, que indiquen el detalle de cumplimiento de las normas. Todo ello contribuirá con la labor de las Direcciones de Obras, pues las normas le impiden revisar los contenidos del proyecto estructural. 




 
El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo señaló que muchas de las observaciones de los invitados corresponden a materias de reglamento, por lo que no es pertinente incluirlas en el proyecto de ley en discusión. Sin embargo, anunció que revisará cada uno de los planteamientos efectuados, para analizar eventuales modificaciones que perfeccionen la iniciativa.
° ° °


- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz, Sabag y Tuma

° ° °

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:


 


“Artículo primero.- Apruébase la siguiente ley que dicta normas sobre Inspectores Técnicos de Obra (ITO) y crea y regula el Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obra (ITO) y el Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural:

 
 


“Artículo 1°.- Créase y regúlese el Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obra (ITO) y el Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural, de conformidad con lo establecido en los artículos 143 y 116 bis A), respectivamente, del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.

TÍTULO I

Del Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obra (ITO)

PÁRRAFO PRIMERO

Disposiciones Generales

 



Artículo 2°.- La Dirección del Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obras dependerá del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, quien lo administrará en forma directa o a través de terceros, de conformidad con lo establecido en el artículo 143 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

 



Artículo 3°.- Podrán inscribirse en el Registro y permanecer inscritas en él, las personas naturales o jurídicas que cumplan con los requisitos exigidos por la presente ley y que no estén afectas a las inhabilidades o incompatibilidades que ésta contempla.

 



Para inscribirse en el Registro las personas naturales deberán acreditar estar en posesión del título profesional de Arquitecto, Ingeniero Civil, Ingeniero Constructor o Constructor Civil, acreditando también la experiencia mínima exigida para las distintas categorías en la presente ley.

 



En el caso de las personas jurídicas, los requisitos y condiciones habilitantes para inscribirse en el Registro, deberán ser cumplidas por el profesional que las represente en la obra. 

 



El Reglamento establecerá categorías de Inspectores Técnicos de Obras, según su idoneidad técnica y experiencia profesional acorde al tipo de obra de que se trate, en los términos señalados por esta ley.

PÁRRAFO SEGUNDO

De las Inhabilidades e Incompatibilidades para la Inscripción en el Registro

 



Artículo 4°.- Estarán inhabilitadas para inscribirse en el Registro sociedades de personas o sociedades anónimas u otras personas jurídicas, que tengan uno o más socios comunes, o directores o administradores comunes, según corresponda, con otras personas jurídicas ya inscritas.

 


Estarán inhabilitados para inscribirse en el Registro, sea como persona natural o como integrante de una persona jurídica, o para desempeñarse como Inspectores si ya estuvieran inscritos, las personas que hayan sido condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva y los Inspectores que estén sancionados por algún otro Registro del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. En este último caso la inhabilidad para la inscripción se extenderá por dos años desde el término de la sanción.

 



Estarán inhabilitadas para inscribirse en el Registro las personas naturales o jurídicas que hayan sido sancionadas administrativamente por algún organismo público, por incumplimiento de contrato u otra causal que la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo o la Secretaría Ejecutiva consideren que afecta su idoneidad profesional.

 



Asimismo, podrán rechazarse las solicitudes de inscripción de aquellas personas que hubieren sido condenadas por delitos cuya naturaleza o el bien jurídico protegido se estimare que afectan la idoneidad profesional del Inspector, o la aptitud y responsabilidad de la persona jurídica en su caso.

 



Artículo 5°.- Los Inspectores estarán afectos a las siguientes incompatibilidades y por consiguiente no podrán actuar como tales:





1) Respecto de obras en que les corresponda intervenir profesionalmente en calidad de arquitecto, calculista o constructor.





2) Respecto de obras en las que le cabe alguna participación a la persona jurídica de la cual forman parte o a otro de los socios, directores o administradores de dicha persona jurídica, en calidad de propietario, arquitecto, calculista, constructor, supervisor, revisor calculista o revisor independiente.





3) Respecto de obras emplazadas en predios que pertenezcan en dominio a una sociedad de personas de la cual el Inspector sea socio o a una sociedad anónima o a otra persona jurídica en que sea director o administrador, según corresponda.





4) Respecto de obras que se relacionen con organismos de la Administración del Estado y municipalidades de los que sean funcionarios.





5) Respecto de obras en que sean socios del inspeccionado o exista alguna relación contractual y,o dependencia económica de algún tipo, o tenga intereses comerciales en la obra específica o participación, de cualquier naturaleza, en alguna sociedad relativa a la obra en cuestión.

 



Artículo 6°- Los Inspectores Técnicos de Obras no podrán revisar obras en que tengan conflictos de interés. Se entenderá que existen tales conflictos tratándose de obras:





1) Emplazadas en predios que pertenezcan en dominio al Inspector o a sus parientes hasta el 3º grado de consanguinidad o 2º de afinidad.





2) Emplazadas en predios que pertenezcan en dominio a una sociedad de personas de la cual el Inspector sea socio o a una persona jurídica en que éste sea socio, director, administrador o con quien tenga un vínculo laboral.





3) En que algún pariente del Inspector, hasta el 3° grado de consanguinidad o 2º de afinidad, intervenga como constructor.

PÁRRAFO TERCERO

De las Infracciones y sus Sanciones

 



Artículo 7°.- Las infracciones que se cometan en las funciones de supervisión a que se refiere el artículo 143 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, se clasificarán en leves, graves y gravísimas.





1) Se considerará como infracción leve y se sancionará con amonestación por escrito:





a) No dejar constancia en el libro de obras sobre modificaciones en la obra con respecto a planos y especificaciones técnicas en los términos exigidos por el artículo 143 del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones; y,





b) No dejar anotación en el libro de obras sobre correcciones solicitadas y no efectuadas en elementos de terminaciones.





2) Se considerará como infracción grave y se sancionará con la suspensión del Registro hasta por el plazo de un año:





a) Reincidir en la comisión de alguna infracción leve dentro de un periodo de dos años.





b) Actuar encontrándose afectado por alguna causal de incompatibilidad establecida en esta ley.





c) No estar presente en la obra el titular o el suplente designado durante la ejecución de las partidas principales cuando deba supervisar su correcta ejecución, conforme lo establezca el Reglamento.





d) Cuando se acreditare que en una obra en que ha actuado el inspector técnico de obra no se ha dado cumplimiento al proyecto de arquitectura aprobado en el permiso de construcción, incluidas sus modificaciones, sin que aquél haya representado por escrito el incumplimiento.





e) La emisión de informes erróneos en la recepción definitiva de obras.





f) No supervisar las partidas sujetas a dicha supervisión de acuerdo a las especificaciones técnicas aprobadas en el permiso de edificación o urbanización.





g) No supervisar el oportuno cumplimiento de las medidas de gestión y de control de la calidad de la construcción del proyecto indicadas en el artículo 143 del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.





3) Se considerará infracción gravísima y se sancionará con la eliminación o suspensión del Registro, hasta por el plazo de tres años:





a) La reincidencia en la comisión de alguna infracción grave dentro de un período de dos años.





b) Cuando se acreditare que en una obra en que ha actuado el inspector técnico de obra no se han respetado los planos del proyecto estructural y las especificaciones técnicas correspondientes, incluidas sus modificaciones, sin que aquél haya representado por escrito el incumplimiento.





c) Cuando se acreditare que en una obra en que ha actuado el inspector técnico de obra se ha producido incumplimiento de las normas de construcción aplicables a la ejecución de la obra o no se han realizado los ensayes y certificaciones que exigen las normas técnicas de construcción vigentes, sin que aquél haya representado por escrito el incumplimiento.





d) No dejar anotación en el libro de obra y no denunciar al propietario de la obra, ante la Dirección del Registro y la Dirección de Obras Municipales, si aquél no hubiere ordenado que se corrijan los trabajos defectuosos, cuando se trate de la estructura soportante del edificio, de acuerdo a lo establecido por el profesional que realizó el cálculo estructural del proyecto.





e) Actuar encontrándose afectado por alguna causal de inhabilidad o habiendo perdido alguno de los requisitos de inscripción en el Registro.





f) Actuar habiendo sido condenado por sentencia ejecutoriada en juicio penal en que se haya establecido su responsabilidad por crimen o simple delito por hechos derivados de las funciones del ejercicio de su cargo, durante el tiempo que esté cumpliendo su condena.

TÍTULO II

Del Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural

PÁRRAFO PRIMERO

Disposiciones Generales

 



Artículo 8°.- La Dirección del Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural dependerá del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, quien la administrará en forma directa o a través de terceros, de conformidad a lo que establece el artículo 116 bis A) de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

 



Artículo 9°.- Podrán inscribirse en el Registro y permanecer inscritas en él, las personas naturales o jurídicas que cumplan con los requisitos exigidos por la presente ley y su Reglamento, que no estén afectas a las inhabilidades o incompatibilidades que ésta ley contempla.

 



Para inscribirse en el Registro las personas naturales deberán acreditar estar en posesión del título profesional de Arquitecto, o de Ingeniero Civil con especialidad en Obras Civiles, acreditando también la experiencia mínima exigida para las distintas categorías.

 



En el caso de personas jurídicas, ésta debe incluir en su objeto social la revisión de proyectos de cálculo estructural. Los requisitos y condiciones habilitantes para inscribirse en el Registro deben ser cumplidos por el profesional que efectúe la revisión de los proyectos.

 



A las Universidades no se les exigirá el cumplimiento de los requisitos señalados en las letras precedentes.

 



El Reglamento establecerá Categorías de Revisores, según requisitos de estudios, idoneidad técnica y experiencia profesional, acorde al tipo de obra de que se trate, en los términos señalados por esta ley y su Reglamento.

PÁRRAFO SEGUNDO

De las Inhabilidades e Incompatibilidades para la Inscripción en el Registro

 
 


Artículo 10.- Un Revisor estará inhabilitado para inscribirse en más de una categoría del Registro, sea como persona natural o como integrante de una persona jurídica.

 



Igualmente estarán inhabilitadas para inscribirse en el Registro sociedades de personas o sociedades anónimas u otras personas jurídicas, que tengan uno o más socios comunes, o directores o administradores comunes, según corresponda, con otras personas jurídicas ya inscritas.

 



Estarán inhabilitados para inscribirse en el Registro, sea como persona natural o en calidad de integrante de una persona jurídica, o para desempeñarse como Revisores si ya estuvieran inscritos, las personas que hayan sido condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva y los revisores que estén sancionados por algún otro Registro del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. En este último caso la inhabilidad para la inscripción se extenderá por dos años desde el término de la sanción.

 



Asimismo, estarán inhabilitadas las personas naturales o jurídicas que hayan sido sancionadas administrativamente por algún organismo público, por incumplimiento de contrato u otra causal que la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo o la Secretaría Ejecutiva consideren que afecta su idoneidad profesional.

 



Podrán rechazarse las solicitudes de inscripción de aquellas personas que hubieren sido condenadas por  delitos cuya  naturaleza o el bien jurídico protegido se estimare que afectan la idoneidad profesional del Revisor, o la aptitud y responsabilidad de la persona jurídica en su caso.

 



Las inhabilidades que tengan su origen en condena penal, no serán aplicables una vez transcurrido el plazo de 2 años desde el término del cumplimiento de la pena. En todos estos casos la Dirección del Registro deberá proceder previo informe de la División Jurídica del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

 



Artículo 11.- Los revisores estarán afectos a las siguientes incompatibilidades y por consiguiente no podrán actuar como tales:





1) Respecto de proyectos en que les corresponda intervenir profesionalmente como arquitecto, calculista o constructor.





2) Respecto de proyectos de cálculo estructural referidos a permisos de edificación de obras en los que le cabe alguna participación a la persona jurídica de la cual forman parte o a otro de los socios, directores o administradores de dicha persona jurídica, en calidad de propietario, arquitecto, calculista, constructor, supervisor, inspector técnico o revisor independiente.





3) Respecto de proyectos de cálculo estructural referidos a permisos de edificación de obras emplazadas en predios que pertenezcan en dominio a una sociedad de personas de la cual el revisor sea socio o a una sociedad anónima o a otra persona jurídica en que sea director o administrador, según corresponda.





4) Respecto de proyectos que se relacionen con un órgano de la Administración del Estado del cual sea funcionario o tenga relación contractual.





5) Respecto de proyectos en que sean socios del revisado o exista alguna relación contractual y,o dependencia económica de algún tipo entre el arquitecto, calculista y el Revisor o tenga intereses comerciales en el proyecto específico o participación, de cualquier naturaleza, en alguna sociedad relativa al proyecto en cuestión.

 



Artículo 12.- En el caso que el revisor de cálculo requiera de asesoría en materia de Geotecnia o Mecánica de Suelos, deberá recurrir a los ingenieros con dicha especialidad de este Registro. La especialidad en Geotecnia y Mecánica de Suelos tendrá una sola categoría, pudiendo revisar cualquier proyecto o estudio de la especialidad.

 



Podrán inscribirse en esta especialidad las personas naturales o jurídicas que cumplan con las exigencias profesionales exigidas en el Reglamento.

 



Artículo 13.- Los revisores de cálculo no podrán revisar proyectos u obras en que tengan conflictos de interés. Se entenderá que existen tales conflictos tratándose de proyectos u obras:





1. Emplazados en predios que pertenezcan en dominio al revisor o a sus parientes hasta el 3º grado de consanguinidad o 2º de afinidad.





2. Emplazados en predios que pertenezcan en dominio a una sociedad de personas de la cual el revisor sea socio o a una persona jurídica en que éste sea socio, director, administrador o con quien tenga un vínculo laboral. 





3. En que algún pariente del revisor, hasta el 3º grado de consanguinidad o 2º de afinidad, intervenga como calculista.

PÁRRAFO TERCERO

De las Infracciones y sus Sanciones

 



Artículo 14.- Las infracciones a las funciones a que se refiere el artículo 116 bis A) de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, se clasificarán en leves, graves y gravísimas.

 



1) Se considerará como infracción leve y se sancionará con amonestación por escrito:





a) Hacer uso del certificado que acredita la inscripción en el Registro una vez expirada su vigencia.





b) No informar oportunamente al Registro cualquier modificación de los antecedentes que forman parte de la inscripción, conforme al Reglamento.




2) Se considerará infracción grave y se sancionará con la suspensión del Registro hasta por el plazo de un año:





a) Reincidir en la comisión de alguna infracción leve dentro de un periodo de dos años.

A



b) Actuar en una categoría superior a aquélla en la que se encuentre inscrito.





c) No comunicar al Registro cualquier modificación de sus antecedentes personales que incida en las causales de inhabilidad o incompatibilidad. La comunicación deberá efectuarse dentro de los 30 días siguientes a la fecha de la respectiva modificación.





d) Actuar encontrándose afectado por alguna causal de incompatibilidad fundada en conflicto de intereses y,o en alguna causal de inhabilidad fundada en la pérdida de condiciones que lo habiliten para inscribirse en el Registro.





3) Se considerará infracción gravísima y se sancionará con la eliminación o suspensión del Registro, hasta por el plazo de tres años: 





a) La reincidencia en la comisión de alguna infracción grave dentro de un período de dos años.





b) El incumplimiento grave de la obligación de revisar que el proyecto de cálculo estructural, los planos, la memoria de cálculo y las especificaciones técnicas cumplan con todas las normas aplicables. 





c) El incumplimiento grave de la obligación de revisar que los antecedentes de Geotecnia y Mecánica de Suelos cumplan con todas las normas aplicables, salvo que se acompañe un certificado suscrito por un especialista inscrito en el Registro.





d) Actuar habiendo sido condenado por sentencia ejecutoriada en juicio penal en que se haya establecido su responsabilidad por crimen o simple delito por hechos derivados de las funciones del ejercicio de su cargo, durante el tiempo que esté cumpliendo su condena.

TÍTULO III

Del Procedimiento de Aplicación de Sanciones

 



Artículo 15.- Será competente para conocer de las infracciones a que se refiere la presente ley y aplicar las sanciones que en ésta se establecen, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Región en cuyo territorio se cometió la infracción.

 



El procedimiento infraccional deberá iniciarse de oficio cuando la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo correspondiente tome directamente conocimiento de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna de las infracciones a que se refiere esta ley.

 



El procedimiento también podrá iniciarse mediante denuncia escrita, ante la Secretaría Regional Ministerial competente, formulada y suscrita por cualquier persona u organismo, público o privado, que tenga interés en ello. Las denuncias contendrán una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, debiendo acompañarse copia de los antecedentes en que se fundan.

 



Artículo 16.- El procedimiento infraccional se iniciará mediante una resolución de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo correspondiente, en la que deberán constar los cargos formulados contra el presunto infractor, la que se le notificará personalmente o por carta certificada enviada al domicilio que tenga registrado, adjuntando los antecedentes en que se fundan. Copia de dicha resolución deberá enviarse a la Dirección del Registro para su conocimiento.

 



La formulación de cargos deberá señalar la forma en que se ha iniciado el procedimiento, una descripción de los hechos que se estiman constitutivos de infracción y la disposición que establece la sanción asignada a la infracción. El presunto infractor tendrá un plazo de 30 días para formular descargos, contado desde la notificación.

 



Artículo 17.- Como medida provisional para obras en construcción, en las que el inspector técnico de obra hubiere incurrido en faltas graves y gravísimas, podrá resolverse una suspensión temporal de éste, en cuyo caso la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá resolver la continuidad de la medida en un plazo máximo de 10 días, resolución que será notificada por carta certificada. Será responsabilidad del propietario reemplazar al inspector técnico de obra en caso de suspensión, e informar a la Dirección de Obras Municipales y a la Dirección del Registro, conforme a la normativa vigente y a lo dispuesto en el artículo 3° de esta ley.

 



Del mismo modo, tratándose de obras en que se introdujeren modificaciones al proyecto de cálculo estructural, y en las cuales el revisor hubiere incurrido en faltas graves y gravísimas, podrá resolverse una suspensión temporal de éste, en cuyo caso la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá resolver la continuidad de la medida en un plazo máximo de 10 días, resolución que será notificada por carta certificada. Será responsabilidad del propietario reemplazar al revisor en caso de suspensión, e informar a la Dirección de Obras Municipales y a la Dirección del Registro, conforme a la normativa vigente y a lo dispuesto en el artículo 9° de esta ley.

 



Artículo 18.- Recibidos los descargos o transcurrido el plazo establecido para ello, la Secretaría Regional Ministerial examinará el mérito de los antecedentes y, en caso de ser necesario, ordenará la realización de ensayes, certificaciones, pericias e inspecciones que sean pertinentes y la práctica de las demás diligencias probatorias que procedan, las que deberán verificarse en un plazo máximo de noventa días, cuyo costo será de cargo del infractor, o bien del denunciante en caso que no se determinare infracción. Los nuevos antecedentes serán remitidos al presunto infractor, quien podrá formular observaciones acerca de ellos dentro del plazo de 30 días contado desde la notificación.

 



Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba, apreciándose ésta en conformidad a las reglas de la sana crítica.

 



Artículo 19.- La resolución que ponga fin al procedimiento infraccional será fundada y resolverá todas las cuestiones planteadas, pronunciándose sobre cada una de las alegaciones y defensas del denunciado, debiendo declarar la sanción que impone al infractor o su absolución.

 


 
La resolución final a que se refiere este artículo deberá dictarse dentro de los 30 días siguientes a aquél en que se haya evacuado la última diligencia ordenada en el expediente, la que deberá ser notificada personalmente o por carta certificada, enviada al domicilio que el denunciado tenga registrado.

TÍTULO IV

De las Apelaciones

 



Artículo 20.- Contra la resolución que ponga fin al procedimiento sancionatorio previsto en esta ley, procederá el recurso de apelación, debiendo interponerse dentro de los 30 días siguientes a su notificación.

 



Artículo 21.- Tratándose de los inspectores técnicos de obra, el recurso de apelación deberá interponerse ante la Comisión de Apelaciones establecida en el artículo 15 de la ley N° 20.071, de 2005, en adelante la Comisión.

 


 
Artículo 22.- Respecto de los revisores de proyectos de Cálculo Estructural, el recurso de apelación deberá interponerse ante la Comisión Nacional de Apelación, establecida en el siguiente artículo.

 



Artículo 23.- Créase la Comisión Nacional de Apelación, que estará integrada por:

1. El Jefe de la División Técnica de Estudios y Fomento Habitacional (DITEC) del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, o su representante, quien la presidirá.

2. Un Director de Obras Municipales, en representación de los Directores de Obras Municipales.

3. Un representante del Ministerio de Obras Públicas.

4. Un representante de la Cámara Chilena de la Construcción.

5. Un representante de la Asociación de Ingenieros Estructurales A.G. (AICE).

6. Un representante de la Asociación Chilena de Ingeniería Sísmica (ACHISINA). 

7. Un representante de la Sociedad Chilena de  Geotecnia (SOCHIGE).

8. Dos representantes de las Universidades acreditadas y reconocidas por el Estado.

9. Un representante del Colegio de Arquitectos de Chile.

10. Un representante del Colegio de Ingenieros de Chile.

 



El Reglamento establecerá un procedimiento de designación y funcionamiento de la Comisión Nacional de Apelación.

 



La constitución de la Comisión Nacional de Apelación se formalizará mediante resolución del Subsecretario de Vivienda y Urbanismo.

 



Artículo 24.- Las apelaciones interpuestas conforme a la presente ley sólo se concederán en el efecto devolutivo, rigiendo las sanciones aplicadas por la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo. Con todo, podrán tener efecto suspensivo si así lo resuelve expresamente la Comisión o la Comisión Nacional de Apelación, según el caso, a petición fundada del interesado.

 



Artículo 25.- Las resoluciones tanto de la Comisión, como de la Comisión Nacional de Apelación, serán inapelables, sin perjuicio de las demás acciones y recursos que procedan. 

 



Artículo 26.- Todos los plazos de días señalados en las disposiciones a que se refiere esta ley son de días hábiles.

 



Artículo 27.- Las acciones para perseguir las infracciones a que se refiere la presente ley prescribirán en el plazo de dos años, contados desde la fecha de la recepción definitiva de la obra por parte de la Dirección de Obras Municipales.”.

 



Artículo segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones:





1. En el artículo 2°, reemplázase en el acápite referido a las normas técnicas, la frase “para el cumplimiento de los standars exigidos en la Ordenanza General” por “de acuerdo a los requisitos de obligatoriedad que establece la Ordenanza General”.





2. En el artículo 18:





a) Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:





“El arquitecto que realice el proyecto de arquitectura, será responsable de cumplir con todas las normas legales y reglamentarias aplicables a dicho proyecto y por los errores en que haya incurrido en el ejercicio de sus funciones, si de éstos se han derivado daños o perjuicios.”.





b) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno a ser incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo, respectivamente:

 



“El profesional competente que realice el proyecto de cálculo estructural, incluido en éste los planos, la memoria de cálculo, especificaciones técnicas, y el estudio de mecánica de suelos, será responsable de cumplir con todas las normas aplicables a estas materias y por los errores en que haya incurrido, en el ejercicio de sus funciones, si de éstos se han derivado daños o perjuicios. En los casos en que el estudio de mecánica de suelos sea realizado por un profesional competente diferente, este estudio será de su exclusiva responsabilidad.”





c) Intercálase a continuación del inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, un nuevo inciso quinto, pasando los actuales incisos quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo, a ser incisos sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo y undécimo, respectivamente:

 



“El inspector técnico de obra (ITO), será responsable de supervisar que las obras se ejecuten conforme a las normas de construcción aplicables en la materia y al permiso de construcción aprobado y sus modificaciones, así como al proyecto de arquitectura correspondiente, el proyecto de cálculo estructural y su memoria, y los proyectos de especialidades, incluidos los planos y especificaciones técnicas correspondientes.”.





d) Reemplázase el actual inciso cuarto, que pasó a ser sexto, por el siguiente:

 



“Respecto de las responsabilidades, daños y perjuicios, a que se refiere este artículo, las personas jurídicas serán solidariamente responsables con el profesional competente que actúe por ellas como arquitecto, ingeniero civil, ingeniero constructor o constructor civil, los que deberán individualizarse en el respectivo permiso de construcción.”.





e) Reemplázase en el actual inciso quinto, que pasó a ser séptimo, la oración “El propietario primer vendedor estará obligado a incluir en la escritura pública de compraventa, una nómina que contenga la individualización de los proyectistas y constructores a quienes pueda asistir responsabilidad de acuerdo al presente artículo” por la siguiente “El propietario primer vendedor estará obligado a incluir en la escritura pública de compraventa, una nómina que contenga la individualización del arquitecto que realizó el proyecto de arquitectura, del profesional que realizó el proyecto de cálculo estructural, del profesional a cargo de la obra, de los profesionales a cargo de los proyectos de especialidades, así como del inspector técnico de obra (ITO), del revisor independiente de obras de construcción y del revisor del proyecto de cálculo estructural, cuando corresponda, a quienes pueda asistir responsabilidad de acuerdo a esta ley”.





3) Modifícase el artículo 67 en la siguiente forma:





a) Sustitúyese la oración “o urbanización de terrenos”, por la siguiente  oración: “, urbanización o modificación de deslindes de terrenos”.





b) Agrégase a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente  oración: “En caso de modificación de deslindes no podrán afectarse  los derechos de terceros.”.





4) Introdúcense en el artículo 116 Bis, las siguientes modificaciones:





a) En el inciso primero:





i. Reemplázase la oración “persona natural o jurídica con inscripción vigente en un Registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo”, por la siguiente: “con inscripción vigente en el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Construcción, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo creado por la ley Nº 20.071”.





ii. Sustitúyese la oración “Sin embargo, la Ordenanza General podrá determinar las edificaciones en que será obligatoria la contratación de un revisor independiente para los respectivos permisos de construcción o de recepción definitiva.”, por la siguiente: “Sin embargo será obligatoria la contratación de un revisor independiente cuando se trate de edificios de uso público y demás casos que determine la Ordenanza General.”.





b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

 



“En el desempeño de sus funciones, los revisores independientes a que se refiere este artículo deberán supervisar que los proyectos de construcción y sus obras cumplan con las disposiciones legales y reglamentarias, y emitir los informes que se requieran para tales efectos, cuyo contenido determinará la Ordenanza General. Con todo, los revisores independientes no supervisarán el proyecto de cálculo estructural, ni los proyectos de ingeniería referidos a obras de urbanización, en su caso.”.





c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero, a ser el inciso cuarto:

 



“El revisor independiente será subsidiariamente responsable al arquitecto que realice el proyecto de arquitectura, en lo relativo a que el proyecto de construcción y sus obras cumplan con todas las normas legales y reglamentarias aplicables a dicho proyecto.”.





d) Agrégase al inciso tercero, que pasa a ser inciso cuarto, la siguiente oración: “Dicha rebaja de derechos incluye la participación del revisor independiente a que se refiere este artículo tanto en el permiso de construcción, como en la recepción definitiva de sus obras.”.





5) Modifícase el artículo 116 bis A), de la siguiente forma:





a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “edificaciones” por las siguientes palabras: “demás casos”.





b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

 



“En el desempeño de sus funciones el revisor del proyecto de cálculo estructural será subsidiariamente responsable con el profesional competente que realizó el proyecto de cálculo estructural, debiendo verificar que los planos, la memoria de cálculo, incluida en ésta el protocolo de inspección que se defina en la norma técnica, las especificaciones técnicas, y el estudio de mecánica de suelos, cumplan con todas las normas aplicables.”.





6) Modifícase el artículo 118, del siguiente modo:





a) Reemplázase en el inciso segundo, la palabra “proyectista” por una coma (,).





b) Sustitúyese en el inciso cuarto la frase “ordenará que se otorgue en tal caso, el permiso, previo pago de los derechos.”, por la siguiente: “ordenará que se otorgue el permiso, previo pago de los derechos municipales, que al efecto se reducirán en un 50%, correspondiendo el pago previo de igual monto a la Secretaría Regional Ministerial, a beneficio fiscal. Sin perjuicio de lo anterior, en caso de verificar una contravención al inciso quinto del artículo 116, dicha  Secretaría deberá proceder conforme al artículo 15.”.





7) Modifíquese el artículo 130, de la siguiente forma:





a) Agrégase en la tabla del inciso primero, el siguiente número 11, nuevo:





“11.- Modificaciones de deslindes 2,0% del avalúo fiscal de la parte del terreno que se modifica.”.





b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente: 

 



“En caso de modificaciones de proyectos de subdivisión o loteo el derecho municipal se calculará respecto del área de terreno que se modifica.”.





8) Sustitúyese en el artículo 142, la frase “a las obras de edificación que les corresponda informar”, por “a las obras de construcción que les corresponda informar”.





9) Reemplázase el artículo 143, por el siguiente:

 



“Artículo 143.- Durante la ejecución de una obra, el constructor a cargo de ella deberá velar porque en la construcción se adopten medidas de gestión y control de calidad para que ésta se ejecute conforme a las normas técnicas obligatorias, la Ley General de Urbanismo y Construcciones y su Ordenanza General, así como a la demás normativa aplicable a la materia, y se ajuste a los planos y especificaciones del respectivo proyecto.

 



Los contenidos de las medidas de gestión y control de calidad deberán ser establecidos en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, debiendo en todo caso referirse como mínimo a los siguientes aspectos: medidas técnicas y de seguridad que se deberán adoptar para la correcta ejecución de las obras de construcción, demolición y excavaciones; los ensayes y certificaciones obligatorios que deberán adoptarse durante el transcurso de la ejecución de las obras, así como las autorizaciones especiales que deberán requerirse para ciertas faenas, cuando la normativa lo establezca; medidas que deberán adoptarse para mitigar el ruido y emisiones de polvo; indicación de los lugares aptos para depositar materiales y elementos de trabajo; aseo de la obra y del espacio público; y programa de trabajo y horarios de ejecución de las obras.

 



Dichas medidas de gestión y control de calidad, deberán ser establecidas y registradas en un documento que se deberá mantener en el lugar de la obra, durante todo el tiempo de ejecución de ésta, a disposición de los profesionales competentes, el inspector técnico de obra (ITO) y de los inspectores de la Dirección de Obras Municipales. Terminada la obra, el constructor a cargo, deberá presentar una declaración jurada afirmando que las medidas de gestión y de control de calidad, fueron aplicadas.

 



Tratándose de edificios de uso público, y demás casos que señale la Ordenanza General, será obligatorio que la obra cuente con un inspector técnico de obra (ITO), independiente del constructor, con inscripción en un Registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Dicho Ministerio podrá encomendar dicho Registro a la entidad denominada “Instituto de la Construcción”, cuya personalidad jurídica fuera concedida por decreto supremo Nº 1.115, de 1996, del Ministerio de Justicia.

 



El inspector técnico de obra (ITO), estará encargado de supervisar que la obra se ejecute conforme a las normas de construcción aplicables a la ejecución de la obra, al permiso de construcción aprobado y sus modificaciones. Durante la ejecución de la obra será responsable que ésta cumpla con el proyecto de arquitectura; el proyecto de cálculo estructural; y los proyectos  de especialidades; incluidos los planos y especificaciones técnicas correspondientes, debiendo para ello, registrar en el libro de obras la supervisión de las partidas que determinen la Ordenanza General y las respectivas especificaciones técnicas. Asimismo, el inspector técnico de obra deberá supervisar oportunamente el cumplimiento de las medidas de gestión y de control de la calidad. Para cumplir su labor el inspector técnico de obra estará facultado para requerir tomas de muestras y demoliciones parciales.





El inspector técnico de obra (ITO) que incumpla sus funciones de supervisión, será subsidiariamente responsable con el constructor, por los daños o perjuicios producidos por fallas o defectos en la construcción derivados del incumplimiento de tales funciones.

 



Se deberá mantener en el lugar de la obra, en forma permanente y actualizada, un Libro de Obras, en el cual se consignarán, debidamente firmadas, las instrucciones y observaciones sobre el desarrollo de la construcción, por parte del profesional que realizó el proyecto de arquitectura y el proyecto de cálculo estructural, así como del constructor y el profesional mencionado en el inciso anterior, sin perjuicio de las observaciones que registren los inspectores municipales cuando lo requieran.”. 





10) Modifícase el artículo 144, del siguiente modo:





a) Agrégase en el inciso segundo, a continuación de la palabra “profesional”, la siguiente oración: “En caso que la construcción hubiere contado con un inspector técnico de obra (ITO) también deberá acompañarse un informe de dicho profesional que señale que la obra fue construida conforme a las normas técnicas de construcción aplicables a la ejecución de la obra y al permiso de construcción aprobado, incluidas sus modificaciones.”.





b) Agrégase en el inciso tercero, a continuación de la expresión “red seca,”, la siguiente: “red inerte,”.





11) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 158, la expresión “exigir que sean reparados los edificios que,” por “exigir fundadamente que sean reparados los edificios que presenten daños que comprometan su estabilidad, o bien que”. 





12) Incorpórese el siguiente artículo 161 bis, nuevo:

 



“Artículo 161 bis.- Previo informe fundado de la Dirección de Obras, la Municipalidad podrá decretar la inhabitabilidad parcial o total de los edificios que presenten daños que comprometan su estabilidad, ordenando el desalojo correspondiente. 

 



Decretada la inhabitabilidad, la parte de esta declarada inhabitable, no podrá ser utilizada hasta contar con la recepción de las obras de reparación por la Dirección de Obras Municipales.”.

 



Artículo tercero.- Modifícase el artículo 24 de la ley N° 18.695, Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, contenida en el decreto con fuerza de ley  N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, en el siguiente sentido:





1) Reemplázase el número 1 de la letra a), por el siguiente:





“1) Dar aprobación a las fusiones, subdivisiones y modificaciones de deslindes de predios en las áreas urbanas, de extensión urbana, o rurales en caso de aplicación del artículo 55 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones;”.





2) Sustitúyese el número 2 de la letra a), por el siguiente:





“2) Dar aprobación a los anteproyectos y proyectos de obras de urbanización y edificación y otorgar los permisos correspondientes, previa verificación de que éstos cumplen con los aspectos a revisar de acuerdo a la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”. 





3) Elimínase el número 3 de la letra a), pasando los números 4 y 5, a ser números 3 y 4, respectivamente.





4) Reemplázase el actual número 5 de la letra a), que pasó a ser número 4, por el siguiente:





“4) Recibirse de las obras y autorizar su uso, previa verificación de que éstas cumplen con los aspectos a revisar de acuerdo a la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.

 



Artículo cuarto.- Intercálase en la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, el siguiente artículo 14 bis A), nuevo:

 



“Artículo 14 bis A).- La tramitación de solicitudes ante la Dirección de Obras Municipales se efectuará conforme a lo establecido en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.”.

 



Artículo quinto.- Reemplázase, en el artículo 1º de la ley N° 20.071, que Crea y regula el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación, la mención “de obras de edificación”, por “de obras de construcción”.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 14 de agosto; 4 de septiembre; 2 , 10, 16 y 30 de octubre de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Hosaín Sabag Castillo (Presidente), señora Lily Pérez San Martin (Carlos Kuschel Silva), Pedro Muñoz Aburto, Víctor Pérez Varela y Eugenio Tuma Zedán.


Sala de la Comisión, a 8 de noviembre de 2012.

(Fdo.): Milena Karelovíc Ríos,

Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 17.798, DE CONTROL DE ARMAS, Y EL CÓDIGO PROCESAL PENAL

(6201-02)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de informar el proyecto de ley individualizado en el rubro, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señora María Angélica Cristi Marfil y señores Eugenio Bauer Jouanne, Alberto Cardemil Herrera, José Pérez Arriagada, Jorge Ulloa Aguillón, Ignacio Urrutia Bonilla y Gastón Von Mühlenbrock Zamora, y de los ex Diputados señores Sergio Correa de la Cerda, Renán Fuentealba Vildósola y Alfonso Vargas Lyng.


Cabe tener presente que esta iniciativa se radicó inicialmente en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. Posteriormente, por acuerdo de la Sala, de 3 de julio de 2012, fue enviada a la Comisión de Defensa Nacional.


El proyecto de ley fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.


Concurrieron a una sesión en que se consideró este asunto, la Honorable Diputada señora María Angélica Cristi y el Honorable Diputado señor Patricio Hales.


También asistieron a una o más de las sesiones, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública: el Subsecretario de Prevención del Delito, señor Cristóbal Lira; su Jefe de Gabinete, señor Carlos Charme y el abogado, señor Carlos Cruz Coke, y el asesor del Ministro, señor Alejandro Rojas. Del Ministerio de Defensa Nacional: el asesor de Asuntos Estratégicos, señor Carlos Molina; el abogado, señor Jorge Bermúdez, y el asesor, señor Roberto Burgos. De la Dirección General de Movilización Nacional: el Director General, General de Brigada, señor Roberto Ziegele; la asesora legal, Mayor, señora Macarena González, y el abogado, señor Jaime Cruzat. De la Dirección de Seguridad Privada y Control de Armas de Carabineros de Chile: el Director, General, señor Julio Pineda; el Jefe del Departamento de Control de Armas y Explosivos, Coronel, señor Jaime Barría, y los asesores legales, señores Fernando Molina y Eric Carvajal. Del Ministerio de Economía: el abogado, señor Gabriel Jiménez. Del Ministerio Público: el Director de la Unidad Especializada en Crimen Organizado, señor Mauricio Fernández, y el abogado, señor Antonio Segovia. De la Biblioteca del Congreso Nacional: la asesora, señora Bárbara Horzella. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el asesor, señor Víctor Blanco. Del Instituto Libertad: la asesora, señorita Javiera Baller. Además, concurrieron el profesor de Derecho Penal de la Universidad de Valparaíso, doctor Emanuele Corn; los asesores de los Honorables Senadores señores Prokurica, Walker (don Patricio) y Escalona, señoras Carmen Castañaza y Paz Anastasiadis, y señor Alfonso Néspolo, respectivamente, y la asesora de la Honorable Diputada señora Cristi, señora Silvana Correa.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Modificar la Ley sobre Control de Armas en lo relativo al cambio del lugar autorizado para tener un arma y a los requisitos para inscribirla; sancionar a quienes entreguen armas a menores, y al padre o madre de un menor de 14 años que permitiere que éste tenga un arma o cuyo descuido o negligencia lo posibilite. Asimismo, se enmienda el Código Procesal Penal para incorporar como medida cautelar personal la prohibición de poseer, tener o portar armas de fuego.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

El número 2 del artículo 1° del proyecto de ley debe ser aprobado con quórum calificado, de conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 103, en relación con el artículo 66, inciso tercero, ambos de la Carta Fundamental.

- - -


 


Todos los documentos recibidos y acompañados por los invitados fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un anexo único que se adjunta a este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) Ley N° 17.798, sobre Control de Armas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 400, de 1978, del Ministerio de Defensa Nacional.


b) Código Procesal Penal, artículo 155, que enumera otras medidas cautelares personales.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO





La Moción señala que en el año 2007 se suscribió un Acuerdo Político Legislativo en materia de Seguridad Ciudadana entre el Ejecutivo de la época y todos los partidos políticos con representación parlamentaria, además de Senadores y Diputados, en el que las partes se comprometieron a aprobar un conjunto de medidas -administrativas y legislativas- destinadas a dotar al Estado de mejores herramientas para el combate de la delincuencia.


 


Agrega que en dicho Acuerdo se logró conformidad y apoyo transversal para la modificación de la ley N° 17.798, sobre Control de Armas, en dos materias específicas. La primera, relacionada con el perfeccionamiento de las medidas cautelares, para incorporar la prohibición de tener, poseer o portar armas de fuego; y la segunda, con el fin de establecer penas agravadas para el que proporcionara armas a menores de edad. 


 


No obstante existir consenso, éste no fue suficiente para agilizar la tramitación del proyecto de ley presentado por la ex Presidenta de la República, contenido en el Boletín N° 5.405-02, que si bien incluía las dos materias específicas respecto de las que existió un acuerdo amplio, también contempló otros aspectos que requerían un mayor debate y discusión.


 


Explica que la iniciativa en estudio tiene como propósito complementar nuestro ordenamiento jurídico en los ámbitos en que existía un amplio asenso, esto es, la necesidad de legislar para prevenir el uso de armas de fuego en hechos delictuales.

 



El proyecto consta de dos artículos permanentes, que enmiendan la ley N° 17.798, sobre Control de Armas y el artículo 155 del Código Procesal Penal.


 


En términos generales, se agrega un nuevo requisito para la inscripción de armas, consistente en no encontrarse sujeto a la medida cautelar personal de prohibición de tenencia, porte o posesión de armas, que se introduce al artículo 155 del Código Procesal Penal.


 


Además, se dispone que los juzgados de garantía deberán comunicar a la Dirección General de Movilización Nacional la dictación de estas medidas cautelares.


 


Asimismo, se establece que, a petición del Ministerio Público o de la autoridad fiscalizadora, el juez de garantía podrá ordenar la incautación de las armas en poder de las personas denunciadas o querelladas por hechos de violencia intrafamiliar hasta el término del procedimiento.


 


También se crea una agravante para quien venda, ceda o transfiera un arma inscrita a su nombre a un menor de edad, salvo que éste se encuentre acreditado como deportista en las condiciones que la propia Ley sobre Control de Armas autoriza, y se sanciona pecuniariamente a las personas que teniendo legalmente inscrita un arma no comuniquen a la autoridad fiscalizadora correspondiente todo cambio de domicilio.  

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL





El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Alejandro Rojas, señaló que en el año 2007 el Gobierno y los partidos políticos con representación en el Congreso Nacional, en conjunto con Senadores y Diputados de todas las bancadas, firmaron el Acuerdo Político Legislativo en materia de Seguridad Ciudadana, comprometiéndose a la aprobación de una serie de medidas administrativas y legislativas tendientes a dotar al Estado de mejores herramientas para el combate de la delincuencia.





Sostuvo que en el marco de dicho Acuerdo se pactó la modificación a la Ley N° 17.798, sobre Control de Armas, en dos puntos específicos: el perfeccionamiento de las medidas cautelares, a fin de  incorporar como tal la prohibición de tener, poseer o portar armas de fuego; y el establecimiento de sanciones más severas a quien provea armas a menores de edad. Ambas materias están incluidas en un proyecto de ley, originado en Mensaje (Boletín 5.405-02). 





Añadió que a pesar del consenso existente en esos temas, la iniciativa también comprende otras modificaciones que no cuentan con el apoyo necesario para su aprobación.





En razón de lo anterior, dijo, la Moción en análisis es menos ambiciosa que el referido Mensaje y propone regular sólo aquellas materias donde existe aquiescencia.





Finalmente, expresó que durante la tramitación de este proyecto en la Cámara de Diputados, el Ejecutivo presentó indicaciones para prescribir la obligación del poseedor o tenedor de armas de informar a la autoridad fiscalizadora todo cambio de domicilio, sancionando al titular de un arma inscrita que sea sorprendido en tenencia del arma fuera del domicilio declarado, con una multa de dos a diez UTM. Se dispuso, además, que en caso de reincidencia se cancelará la inscripción y la multa se elevará al doble.





 Además, se creó un nuevo tipo penal, que sanciona a quien entregue a menores de edad cualquiera de los elementos, armas u objetos sujetos a control o prohibidos por la ley, con la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado medio. Se excluyó de dicho tipo penal a los menores debidamente acreditados como deportistas.





El Honorable Senador señor Prokurica llamó a analizar esta iniciativa en profundidad, antes de su aprobación. Afirmó que prácticamente no existen estudios sobre la efectividad de las enmiendas que se han introducido a la Ley sobre Control de Armas, siendo Chile uno de los países con más restricciones legales para que los particulares tengan o posean estos elementos.




Expuso que la mayoría de las armas incautadas a los delincuentes son hechizas, que obviamente están al margen de la ley. A juicio de Su Señoría, hay que precaver que las sanciones que se incorporen vayan dirigidas a las personas que utilizan armas en hechos punibles y sin contar con los requisitos legales; de manera que quienes cumplen con la regulación no se vean afectados por limitaciones excesivas.





Respecto a la modificación al artículo 5° A de la Ley sobre Control de Armas -que prescribe como requisito para inscribir un arma el no haber sido condenado por crimen a simple delito-, estimó que debe circunscribirse sólo a aquellos hechos punibles en que el bien jurídico protegido tenga relación con ese instrumento. Opinó que una persona que ha sido condenada, por ejemplo, por protesto de cheques, no debe quedar incluida en esta prohibición.





El Honorable Senador señor Gómez planteó la necesidad de revisar la política del Estado en el uso y la tenencia de armas. Añadió que es preciso conocer estadísticas sobre el número de armas inscritas y los problemas que se producen en este proceso, entre otras materias. Preguntó cuál es la política que el Gobierno quiere impulsar en este ámbito.





El señor Director de la Unidad Especializada en Crimen Organizado del Ministerio Público señaló que el Fiscal Nacional, en su oportunidad, hizo una serie de observaciones a esta iniciativa.





No obstante, destacó que la Institución valora positivamente varios aspectos del proyecto: la incorporación de una nueva medida cautelar personal al Código Procesal Penal, como es la prohibición al imputado de poseer, tener o portar armas de fuego; la presentación de una indicación para perfeccionar el tipo penal del tráfico de armas; la búsqueda de una solución para el problema de las armas en poder de menores de edad y el rol de los padres o cuidadores, entre otros. Respecto a esta última circunstancia, aseveró que es preciso tomar los resguardos para no llegar al extremo de consagrar una especie de responsabilidad objetiva, en cuya virtud los padres y cuidadores no responderían por su hecho y culpabilidad propios, sino por los de un tercero, el menor de 14 años.




El señor Director de la Dirección General de Movilización Nacional expresó que este Organismo depende directamente del Ministerio de Defensa Nacional y que sus facultades, atribuciones y deberes están contenidos en la Ley de Reclutamiento y Movilización, en la Ley sobre Control de Artes Marciales y en Ley sobre de Control de Armas. Respecto de esta última, el Director de la DGMN es la autoridad nacional para el control y fiscalización de la Ley.





Agregó  que  parte  de  las  atribuciones  que tenía la   DGMN  fueron  traspasadas  hace  algunos  años  a  Carabineros  de Chile -específicamente en lo que dice relación con la autoridad fiscalizadora-, en consideración a que las unidades de la policía uniformada a lo largo del país facilitan las gestiones de los ciudadanos para inscribir y actualizar los datos de sus armas.





Respecto de la iniciativa en discusión, expresó que, en general, comparten sus propósitos, fundamentalmente en lo concerniente a los menores que tienen acceso a armas por el descuido de los padres, que muchas veces están legalmente inscritas, pero no debidamente resguardadas.





Luego, el señor Director General hizo algunas sugerencias sobre el proyecto de ley. 





Acerca de la enmienda al artículo 5°, señaló que la referencia a la “Dirección General de Reclutamiento y Movilización”  está desactualizada, puesto que su actual denominación es “Dirección General de Movilización Nacional”.




Sobre el artículo 5°A -que establece los requisitos para inscribir un arma-, manifestó que la enmienda a su letra d) es pertinente, ya que representa una mejora sustantiva al resguardo del bien jurídico protegido, esto es la seguridad, al acotar la condición a no haber sido condenado por crimen o simple delito.





Planteó que cuando la DGMN debe otorgar la autorización para inscribir un arma, complementa los antecedentes que posee con el sistema biométrico de Carabineros, ya que su base de datos contiene información histórica de las personas que han tenido problemas judiciales de tipo policial. En vista de lo anterior, cancela o no renueva la inscripción. Con la modificación, podrá persistir en su actuar, ya que ha habido inconvenientes porque algunas personas rechazan la resolución del Director General, amparándose en el mencionado literal d), llegando los antecedentes incluso al Ministro de Defensa Nacional -mediante un prolongado proceso-, mientras el requirente sigue con el arma en su poder.





En relación a la letra g), nueva, para prescribir como exigencia el no encontrarse sujeto a una medida cautelar personal que impida la tenencia, posesión o porte de armas de fuego, puntualizó que entregará una herramienta eficaz a los Tribunales de Justicia, dejando su ejecución a la autoridad nacional fiscalizadora.





También hizo mención al inciso sexto, nuevo, que se propone agregar al artículo 5°A, señalando que está pendiente el traspaso de las armas custodiadas en Arsenales de Guerra del Ejército de Chile al Depósito General de Armas de Carabineros de Chile, por lo que sugirió modificar en lo pertinente el inciso, ya que mientras no se haga esta corrección están imposibilitados de efectuar el traslado. 





En lo referido al nuevo inciso tercero que se incorpora al artículo 5°A, señaló que sería conveniente modificarlo, ya que los elementos descritos en las letras c), d) y e), esto es, las municiones y cartuchos, los explosivos y sustancias químicas, no están sujetos a inscripción en el Registro Nacional de Armas, sino que son autorizados por una resolución del Director General de Movilización Nacional. 





En relación al inciso que se agrega al artículo 10, para sancionar al padre, madre o persona que tenga a su cuidado a un menor de 14 años, que permita o cuyo descuido o negligencia posibilite que éste tenga en su poder armas o demás elementos señalados en el artículo 2°, manifestó su conformidad con la enmienda, ya que actualmente hay un vacío en la responsabilidad de los padres por la tenencia de armas, que están obligados a mantenerlas en un lugar seguro y descargadas, entre otras restricciones.





En cuanto a la medida cautelar personal que se introduce al Código Procesal Penal -prohibición de poseer, tener o portar armas de fuego-, aconsejó incluir también municiones, cartuchos, explosivos, bombas y sustancias químicas susceptibles de ser utilizadas para la fabricación de explosivos, bombas y lacrimógenas, para que el juez tenga facultades suficientes para el adecuado resguardo de los bienes jurídicos protegidos.





A continuación, el señor Director Nacional de Movilización Nacional sugirió otras enmiendas a la Ley sobre Control de Armas, fundamentalmente a los artículos 15 y 23, para hacer la correcta referencia al lugar y organismo que tendrá a su cargo el depósito y la custodia de las armas decomisadas, esto es, al Depósito General de Armas de Carabineros de Chile. Con ello, podrán hacer el traspaso desde el Ejército a la Policía Uniformada.





Finalmente, propuso modificar el artículo 26, subiendo de una a tres unidades tributarias mensuales las tasas de los derechos que están facultados a cobrar por las solicitudes relacionadas con la Ley sobre Control de Armas.





Puso de relieve que en la actualidad el pirquinero y la gran minería están afectos a la misma tasa, lo que no parece justo. Con el margen que pide, la DGMN podrá ponderar cuánto cobrar, con el máximo de tres unidades tributarias mensuales.





Además, recordó que pronto se liberarán de pago actuaciones y certificados relacionados con el Servicio Militar Obligatorio, que en la actualidad representan aproximadamente $ 400 millones para la Organización.





Asimismo, informó que en un futuro próximo la DGMN hará actuaciones en línea, y para contar con los recursos necesarios, sería conveniente que los derechos y multas constituyan ingresos propios de la Dirección.





El señor Director de la Dirección de Seguridad Privada y Control de Armas de Carabineros de Chile señaló que la Institución apoya la iniciativa de ley, ya que las exigencias para la tenencia de armas se tornan más rigurosas.





Sobre el artículo 5° -que establece los requisitos para la inscripción de armas- destacó que necesariamente debe contemplar sanciones por la contravención a sus normas y un mecanismo jurídico de aplicación de multas. Planteó que el actual sistema radica en el juez penal esta atribución -que no suele ejercerla-, por lo que sería conveniente trasladar la facultad de imponer y reclamar multas al ámbito administrativo. 





Resaltó que hasta ahora la multa ha sido concebida como accesoria a la aplicación de una sanción en el ámbito del proceso penal, pero no como una facultad de la autoridad fiscalizadora. Esta podría ser una alternativa, o bien, que sea competencia de los Juzgados de Policía Local.





El asesor legal del Departamento del Control de Armas y Explosivos de Carabineros, afirmó que en la Región Metropolitana de 9.000 fiscalizaciones, 202 se han denunciado y sólo en 6 oportunidades se obtuvo respuesta del Juez de Garantía, pero tampoco se impuso la multa.





Agregó que Carabineros realiza las fiscalizaciones en el país y los infractores, en la práctica, no tienen sanción por el incumplimiento de la ley, ya que las Fiscalías no ejercen las acciones tratándose de multas, y las causas son archivadas. 





El señor Director de la Dirección de Seguridad Privada y Control de Armas de Carabineros de Chile, en relación a la medida cautelar personal que se incorpora al Código Procesal Penal, aseveró que donde existe la misma razón debe existir la misma disposición, por lo que se mostró partidario de que esta facultad también la tenga el Juez de Familia cuando se trate de delitos relacionados con violencia intrafamiliar o de hechos que sin tener esta tipificación, sean graves.





Sobre el depósito de las armas, planteó que la Institución ha invertido recursos por un monto de $ 1.340 millones, aproximadamente, para la construcción del recinto, que estuvo a cargo del Ministerio de Obras Públicas. Se espera que cuando entre en operaciones sea una herramienta eficaz de prevención y persecución de delitos.





Además, explicó que Carabineros tiene un plazo de 24 horas para cumplir la medida cautelar, sin tener una comunicación expedita con la DGMN, puesto que los funcionarios policiales no acceden en línea a la base de datos. Sugirió que tales medidas sean impartidas directamente a Carabineros.





Reiteró que hoy en día Carabineros tiene dificultad para entrar a la base de datos de la DGMN, ya que se trata de información reservada que sólo puede ser conocida por coroneles de la Institución Policial. En consecuencia, el funcionario que fiscaliza en terreno no tiene una actualización en tiempo real del historial de la persona que controla.





Coincidió con el Director General de la DGMN en cuanto a que es preciso cambiar en la ley la referencia a los Arsenales de Guerra por la de Depósito Central de Armas de Carabineros, que se inaugurará el próximo mes.





Acerca de la responsabilidad de los padres por permitir que un menor de edad tenga un arma, o cuya negligencia o descuido lo haga posible, concordó con la severidad de la sanción impuesta.





El señor Director General de la DGMN acotó que la información se entrega a Carabineros en un CD, pero reconoció que existen algunas restricciones legales, ya que cualquier funcionario no puede conocer los antecedentes para evitar filtraciones.





Anunció que trabajan en el sistema Gobierno en Línea, que solucionará este problema.





El señor Director de la Dirección de Seguridad Privada y Control de Armas de Carabineros de Chile destacó que hoy la competencia en el tema de las armas es compartida entre la DGMN y Carabineros, y sostuvo que la Dirección a su cargo se creó pensando que en algún momento toda la responsabilidad de las armas no bélicas y explosivos recaería en la Institución Policial.





A su juicio, esta situación debiera ser resulta por la ley, ya que se trata de dos entes distintos y ninguno depende del otro. Cada uno debe tomar sus decisiones en forma autónoma, definiendo claramente cuáles serán sus funciones y atribuciones.





La Honorable Diputada señora Cristi expresó que la Moción la presentó junto a otros parlamentarios para regular materias en las que había consenso, y que formaban parte de otra iniciativa que no prosperó por la falta de acuerdo.





Resaltó que una de las principales causas de detención de menores de edad está relacionada con el porte de armas y su participación en delitos de alta connotación pública; por ello, se sanciona a quienes les entreguen armas y a sus padres. Recordó que en derecho comparado hay países que imponen penas a los progenitores, y que la iniciativa establece multas a los que permiten o descuidan la tenencia de armas de sus hijos.





También se mostró partidaria de que exista la facultad de aplicar la medida cautelar personal de prohibir la tenencia de armas en las causas de familia relacionadas con violencia intrafamiliar; y que Carabineros tenga amplias facultades y acceso a la información como autoridad fiscalizadora.





El señor Director General de la DGMN explicó que se presentará un proyecto de ley para permitir la destrucción de aproximadamente 32 mil armas que están en los Arsenales de Guerra y que llevan muchos años almacenadas.





El asesor legal de la DGMN, señor Cruzat, reiteró que la DGMN depende directamente del Ministro de Defensa Nacional, y aclaró que el Director puede pertenecer a cualquiera de las tres ramas de las Fuerzas Armadas. La labor que realiza, dijo, comprende aspectos bélicos y no bélicos de las armas, y no es posible traspasar funciones sin considerar este factor.





En cuanto a las visitas a los domicilios para fiscalizar que las armas se encuentren en el lugar declarado, explicó que se hicieron más de 80.000 controles, hasta que la Fiscalía Nacional estimó que no se podía continuar con este procedimiento, porque no había delitos.





Sobre la propuesta de que los Juzgados de Policía Local tengan competencia para aplicar las multas de la Ley sobre Control de Armas manifestó su desacuerdo, aduciendo que es peligroso bajar el umbral punitivo, toda vez que no sería una sanción propia de un crimen o simple delito.





El Honorable Senador señor Prokurica reiteró que la iniciativa en discusión responde a una realidad; sin embargo, llamó a tener cuidado en no restringir aún más la tenencia o el porte de armas, porque la mayor cantidad de delitos se cometen con armas hechizas o ilegales. Expresó que si se pone el acento en exigencias para las armas inscritas, no se ataca la causa del problema. 





También dijo que hay que separar las armas para defensa personal de las deportivas, para no perjudicar a quienes utilizan estas últimas.





Acerca de la situación de los padres, afirmó que no es partidario de su responsabilidad penal, toda vez que la sanción para quien entrega un arma a un menor ya existe en nuestro ordenamiento jurídico.





Por último, preguntó qué impide que Carabineros esté en línea con la DGMN.





El señor Director General de la DGMN afirmó que ambas Instituciones están en línea, pero que el problema radica en el acceso de Carabineros a la base de datos, que es administrada por la DGMN. Reiteró que por medio del sistema de Gobierno en Línea, se trabaja para que la Institución Policial tenga acceso en tiempo real a la mencionada base.





El asesor legal del Departamento de Control de Armas y Explosivos informó que la última actualización de la base de datos por parte de la DGMN se realizó en noviembre del año pasado. Es preciso, afirmó, que el carabinero que cumple funciones en la calle tenga el máximo de antecedentes, con la información en línea y actualizada.





Agregó que el Gobierno ha impulsado un sistema estadístico de movilidad del delito -SAE- que indica cómo el esfuerzo del personal de la Institución debe orientarse a determinados sectores geográficos de la población. No obstante, estos datos no son conocidos en tiempo real por quienes están encargados de la fiscalización.





Explicó que en una mesa de trabajo con el Laboratorio Criminalístico de Carabineros y de la PDI, constataron que aun cuando deben cumplir con la obligación de periciar las armas, están impedidos de saber si se encuentran legalmente inscritas. La presencia de un oficial policial para acceder en tiempo real a la base de datos -como se ha exigido- no siempre es posible.





Coincidió con el Honorable Senador señor Gómez en que es imprescindible adoptar una definición política a este respecto; las normas que regulan la materia son de antigua data y se inspiran en que las armas constituyen una prioridad para la defensa de la Nación. Hoy la posición institucional se fundamenta sobre el objetivo de disminuir los delitos cometidos con estos elementos.





El señor Director de la Dirección de Seguridad Privada y Control de Armas de Carabineros de Chile enfatizó que la mayoría de las personas que poseen armas las tienen en su hogar sólo como medida de protección y no están dispuestas a usarlas.




Añadió que cuando los delincuentes entran a un domicilio buscan sobretodo armamento; por eso es positivo que existan restricciones como las que propone la iniciativa. Además, también se previenen los accidentes que suelen ocurrir por manipular este artefacto y su utilización en situaciones de violencia intrafamiliar.





El Honorable Senador señor Gómez precisó que tener un arma hechiza es por sí solo un delito. El proyecto de ley en discusión requiere, en primer término, una definición política acerca de qué se persigue: que las personas tengan o no armas. Con las restricciones impuestas, es engorroso tener una, además que el poseedor o tenedor está sujeto a la fiscalización en su domicilio.





A juicio de Su Señoría la responsabilidad debiera recaer en la persona que tiene un arma; el Estado no debe gastar recursos en verificar si ésta se encuentra en el domicilio declarado.




Asimismo, planteó que es necesario resolver el tema de la doble dependencia institucional, que les impide cumplir adecuadamente sus funciones.





Sobre la entrega de armas a menores, sostuvo que se debe castigar a quien lo haga sabiendo que éstos no tienen responsabilidad penal y que la utilizarán para cometer un delito. Se trata de un tema delictual que está relacionado con la determinación de una política criminal, que es distinto a responder por el hecho de tener un arma en el hogar y que un hijo la manipule.





En consecuencia, aseveró que el proyecto tiene la virtud de poner en discusión temas que trascienden a sus normas, y llamó al Ejecutivo a formar una mesa de trabajo -con la participación de miembros de la Comisión, Carabineros, la DGMN, la Diputada Cristi, entre otros- para concretar una política global.





La Comisión, por unanimidad, y en atención a que se trata de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, acordó enviar sendos oficios a los señores Ministros del Interior y Seguridad Publica y de Defensa Nacional, a fin de hacerles presente que es imprescindible adoptar una decisión política respecto del uso, porte y tenencia de armas en el país. Asimismo, para informarles acerca del reparo que efectuaron expositores, sobre la necesidad de introducir algunas adecuaciones formales en la iniciativa -sustituir las referencias a la “Dirección General de Reclutamiento y Movilización” por “Dirección General de Movilización Nacional” y “Arsenales de Guerra” por “Depósito General de Armas de Carabineros de Chile”. Finalmente, para comunicarles que la Dirección General de Movilización Nacional propuso enmendar el artículo 26 de la referida ley N° 17.798, para aumentar de una a tres unidades tributarias mensuales las tasas que la Institución puede cobrar por los derechos y multas establecidos en este cuerpo normativo.





El señor Subsecretario de Prevención del Delito acompañó un documento denominado “Reducción de Delitos Violentos con Armas”, que se anexa a este informe. Manifestó el interés de la Subsecretaría a su cargo por el proyecto de ley, puesto que considera el uso de armas de fuego como elementos de intimidación de las víctimas en la comisión de delitos.  





Afirmó que Chile no es un país armado, lo que se refleja en las bajas tasas de armas inscritas por habitante. Asimismo, se registra una incidencia reducida de homicidios y muertes causados por estos medios -1,6 y 2,4 cada 100.000 habitantes al año 2009-; en tanto que la tasa de homicidios cometidos con armas de fuego es del 1,3%.

 



 Añadió que existen 6,3 armas por cada 100 habitantes mayores de 18 años, que no es una cifra significativa si se compara  con otros países, e indicó que hay una baja proporción de hogares, -5,1% de las viviendas urbanas-, según la encuesta ENUSC, que dice poseer estos implementos.

 



Explicó que los delitos relacionados con armas de fuego son bastante concentrados desde el punto de vista territorial y social, repitiéndose los individuos y los sectores donde estos ocurren.





Agregó que cada año se entregan voluntariamente alrededor de 2.000 armas de fuego; se incautan cerca de 4.000 y se destruyen 7.000, lo que comparado con las 5.000 inscripciones anuales, demuestran una clara tendencia  a la baja.

  



No obstante, resaltó que no hay registros ni estadísticas respecto de las armas hechizas e ilegales.





Puso de relieve que las medidas de fiscalización son poco efectivas, al igual que los planes de control que derivan en acciones destinadas a otro tipo de delitos, como el tráfico de drogas, y que no se focalizan en la problemática de las armas.





Recordó que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública ha fomentado en el último tiempo la tenencia responsable de armas en la ciudadanía, poniendo énfasis en el aumento de las penas. Además, el Reglamento de la Ley sobre Control de Armas dispone una serie de controles de idoneidad física y psíquica para que los interesados puedan acceder a algunos de estos elementos.





Resaltó que en la actualidad los niveles de violencia en la comisión de delitos están muy relacionados con la cantidad de armas ilegales que circulan libremente, que son facilitadas por los delincuentes incluso a menores de edad. Detalló que una política en este ámbito debe apuntar a dar una señal concreta y ejemplarizadora.

 



Destacó que se persigue una legislación que sea efectiva y que tenga consecuencias positivas en el combate de la delincuencia, logrando que exista un catastro de armas y que quienes las utilicen de manera ilegal, tengan sanciones rigurosas.





También se manifestó partidario de algunos aspectos contenidos en la iniciativa, como la medida cautelar para un imputado por ciertos delitos consistente en la prohibición de poseer, tener o portar armas de fuego; el aumento de la multa por reincidencia cuando el poseedor o tenedor  de un arma inscrita la tenga en un lugar distinto al declarado, y la penalización para el que entregue, a cualquier título, un arma a un menor de edad.





Hizo hincapié en la necesidad de otorgar mayores facultades investigativas a las Policías para controlar a los poseedores de armas, con figuras similares a las contenidas en la ley N° 20.000, que sustituye la ley Nº 19.366, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas de drogas, como los agentes encubiertos.





Indicó que el inciso segundo del artículo 288 bis del Código Penal, sanciona al que en espectáculos públicos, en establecimientos de enseñanza o en vías o espacios públicos en áreas urbanas portare armas, cuando no pueda justificar razonablemente su porte. En este punto, aseguró que al ser difícil verificar que el porte es para cometer un ilícito, la infracción sólo se penaliza con una multa; sin embargo, es de toda lógica pensar que quien tiene uno de estos elementos en su poder tiene una clara intención de delinquir. 





Por otra parte, observó que sería conveniente promover la entrega voluntaria de armas de fuego para acelerar el proceso de desarme de la ciudadanía, señalando que un incentivo poderoso es ofrecer dinero por esta acción. Aconsejó, además, eliminar los resquicios legales para evitar sanciones por porte ilegal de armas, y facilitar su proceso de destrucción cuando son incautadas.





Luego, enunció las siguientes propuestas respecto del control de armas de fuego:

 



- Modificar el Reglamento de la Ley sobre Control de Armas, especialmente en lo relativo a la idoneidad física y psíquica del solicitante.

 



- Para recibir la autorización de tenencia de armas no se debe estar sujeto a la medida cautelar de prohibición de tenencia de armas (puede dictarla eventualmente el Juzgado de Familia), o estar condenado por crimen o simple delito.





- Las personas que tengan un arma en lugar distinto al declarado en la autorización, podrán ser sancionadas con multa. En caso de reincidencia y con la cancelación de la multa, prescribir la imposibilidad de pedir nuevas autorizaciones durante 5 años, con una multa  doble (hasta 20 UTM). El objeto de la medida es evitar el riesgo de extravío, robo o mal uso.

 



- Sancionar la entrega de armas a menores de edad, incluso si están inscritas, con la finalidad de impedir su manejo por personas no autorizadas. 

 



- Disponer nuevas sanciones para la fabricación, distribución, transporte o entrega, a cualquier título, de artefactos en base a gas asfixiante y otros similares, armas artesanales o “hechizas” y armas de uso bélico.

 



- Estudiar la viabilidad de aplicar métodos investigativos propios de delitos, como el tráfico de drogas, entregando mayores facultades a Carabineros. Descartó promover una indicación que implique autorizar legalmente a la Policía Uniformada para el registro de domicilios, sin previa orden judicial.

 



- Respecto al porte ilegal o sin permiso o la tenencia de un arma no inscrita, eliminar la posibilidad de aplicar la pena restringida (multa), sancionando la conducta con presidio menor en grado medio a mayor en grado mínimo. 

 



- Entregar al Ministerio de Defensa Nacional y al Ministerio del Interior y Seguridad Pública (Subsecretaría de Prevención del Delito), la facultad de diseñar y ejecutar programas de incentivos de entrega de armas.

 



- Facilitar la destrucción de armas incautadas y decomisadas, sin necesidad de dictar un acto administrativo especial. Actualmente se autoriza la eliminación a partir del quinto año de depósito.

 



Además, informó algunas acciones ya realizadas por el Gobierno en esta materia, como la suscripción del Protocolo de la Organización de las Naciones Unidas contra la Fabricación y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, y la implementación del programa “Denuncia Seguro”. Connotó que las armas incautadas por las policías hasta el 22 de noviembre del año pasado ascendían a 4 mil aproximadamente, es decir, un 9% más que en la misma fecha del 2010. 





 El profesor de Derecho Penal, Doctor Emanuele Corn, efectuó algunas observaciones a la iniciativa: en primer término, en relación al nuevo inciso cuarto que se propone incorporar al artículo 9° de la ley N° 17.798 -introducido por el artículo 1°, número 3) del proyecto-, indicó que la referida ley dispone que los permisos y las autorizaciones para tener o portar un arma son personales; por ello, entregar un arma a un menor de edad, inscrita o no, convierte al sujeto en coautor del delito de posesión de arma sin permiso, regulado en el inciso primero del artículo 9°.





En cuanto a las penas, manifestó que el nuevo inciso cuarto preceptúa que la sanción para la referida conducta es de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, mientras que el actual inciso primero establece presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo. Acotó que ambas penas son similares; sin embargo, el inciso segundo del artículo 9° señala que “No obstante, si de los antecedentes o circunstancias del proceso pudiera presumirse fundadamente que la posesión o tenencia de las armas o elementos a que se refiere el inciso anterior estaba destinada a fines distintos que los de alterar el orden público, atacar a las Fuerzas Armadas o a las de Orden y Seguridad Pública o perpetrar otros delitos, se aplicará únicamente la multa de once a cincuenta y siete unidades tributarias mensuales.”.





Afirmó que el legislador sanciona con menos pena situaciones que no constituyan riesgo para el orden público. Por tanto, sacar del ámbito de los incisos primero y segundo los casos contenidos en el nuevo inciso cuarto del artículo 9°, provocaría que los jueces no podrían distinguir entre las situaciones de menor y de mayor relevancia para la sociedad. Citó como ejemplo el caso de un tío que regala a su sobrino menor de edad un cartucho de su pistola regularmente inscrita, acción moralmente cuestionable, que hoy puede castigarse con una multa, pero que con la enmienda propuesta podría sancionarse con privación de libertad de entre 3 y 10 años, lo que parece excesivo.





Acotó que, si a pesar del comentario anterior se resuelve mantener el nuevo inciso cuarto, sería recomendable agregar alguna expresión que le permita al juez evaluar la efectiva peligrosidad del hecho para la colectividad, como: “si es que de la conducta derivare un concreto peligro para el orden público”; o bien, “si es que de la conducta derivare un concreto peligro para la integridad física de alguna persona”.

 



Añadió que, en términos técnicos, ello importaría transformar un tipo de peligro abstracto, como lo es el nuevo inciso cuarto del artículo 9° del proyecto de ley, en un tipo de peligro concreto; la diferencia radicaría en permitir al juez distinguir entre lo que es más o menos dañino para la sociedad.





Propuso, para evitar que los tribunales no sepan qué norma aplicar, encabezar este inciso con la siguiente oración: “Cuando la conducta no constituya otro delito”, con lo cual se limita el alcance del tipo a los casos, si es que los hay, que no estén penados.





Finalmente, recomendó reducir en un grado el mínimo de la referida sanción para concordarla con la pena del inciso primero.





Con respecto al artículo 1°, número 4), del proyecto de ley, que agrega un nuevo inciso quinto al artículo 10 de la ley N° 17.798, manifestó que introducir una norma específica para los casos allí previstos, tiene la ventaja de ofrecer al juez un tipo penal ajustado a situaciones que se pueden presentar con cierta frecuencia, sin tener que decidir si aplicar la disciplina general, que podría parecerle demasiado dura, o bien, optar por la impunidad de la conducta a pesar de los peligros.





Puso énfasis en la idea de agregar una frase para transformar el tipo de peligro abstracto, como lo sería hasta ahora, en uno de peligro concreto, aplicando una metodología legislativa más acorde con los principios constitucionales y la doctrina penalista mundial.





Recomendó modificar este inciso con el objeto de que los padres no tengan un rol prácticamente policial sobre sus hijos. Para ello, sugirió que al final de la primera frase se incorpore la siguiente oración: “si de la conducta derivare un concreto peligro para la integridad física del mismo menor o de un tercero”.





La misma oración, sostuvo, debería agregarse después de la primera frase del nuevo inciso tercero del artículo 9°.





El Honorable Senador señor Prokurica señaló que los índices de delitos cometidos en nuestro país con armas de fuego son menores, al igual que el número de personas que son poseedoras o portadoras de estos artefactos. Hizo notar que nuestro país tiene una de las legislaciones más restrictivas en materia de tenencia de armas de fuego.





Insistió en que la mayoría de los ilícitos son cometidos con armas hechizas, de las cuales no se tienen antecedentes ni registros; en cambio, el proyecto de ley sanciona a las personas que tienen su arma debidamente inscrita y que cumplen con la legalidad.





Manifestó que está conteste con varios aporte que realiza la iniciativa en estudio, como por ejemplo, la medida cautelar personal de prohibición de poseer, portar o tener armas de fuego, cuando el inculpado haya cometido algún delito de agresión o de violencia intrafamiliar, entre otros.





Sin perjuicio de lo anterior, expresó su opinión contraria respecto a sancionar a los poseedores o tenedores de armas inscritas, atendido el reducido número, tanto de las personas que se encuentran en esta situación, como de los delitos cometidos con armas de fuego.





Estuvo conteste en el aumento de la penalidad para sancionar la reincidencia del poseedor o tenedor de un arma inscrita que la tenga en un lugar distinto al declarado.





El Honorable Senador señor Muñoz expresó su extrañeza porque el proyecto de ley no regula el porte o la tenencia de armas hechizas; en lo demás, apoyó la iniciativa, exceptuando las normas restrictivas para las personas que las posean legalmente.





El señor Subsecretario de Prevención del Delito connotó que en nuestro país existen alrededor de 300 personas que tienen un arma registrada. Aclaró que las armas pueden ser legales, cuando están debidamente inscritas; ilegales, al tener el número de serie borrado; o bien, hechizas.





Aseveró que el ya citado artículo 288 bis del Código Penal distingue las situaciones en las que se puede tener un arma, ya que no es lo mismo, por ejemplo, que una persona porte un arma en un colegio, o un rifle en el campo.





El Honorable Senador señor Prokurica consideró inconveniente aplicar sanciones más severas a las personas que cumplen con la institucionalidad en materia de control de armas, como sería el caso de un deportista que se dedica a la caza, o bien, el de las personas que poseen estos elementos como medios de defensa personal.





Anunció desde ya que votará a favor de la iniciativa en análisis, con los reparos señalados.





El asesor del Subsecretario de Prevención del Delito indicó que en países como Alemania e Inglaterra no está permitido el uso de armas para la defensa y el cuidado personal.

- - -


- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz, Prokurica y Pérez.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Defensa Nacional os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:

 
"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 17.798, sobre Control de Armas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 400, de 1978, del Ministerio de Defensa Nacional.


1.- Agrégase en el inciso tercero del artículo 5°, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) el siguiente párrafo final: 


"Todo cambio del lugar autorizado deberá ser comunicado por el poseedor o tenedor de un arma inscrita a la autoridad fiscalizadora correspondiente.".


2.- En el artículo 5° A:


a) Reemplázase la letra d), por la siguiente:


"d) No haber sido condenado por crimen o simple delito;".


b) Sustitúyense en la letra e) la coma (,) y la conjunción copulativa "y" que le sigue, por un punto y coma (;).


c) Reemplázase en la letra f) el punto aparte (.) por un punto y coma (;). 


d) Incorpóranse las siguientes letras g) y h):  


"g) No encontrarse sujeto a medida cautelar personal que le impida la tenencia, posesión o porte de armas de fuego, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 155 del Código Procesal Penal.


Para el control de este requisito, los juzgados de garantía deberán comunicar a la Dirección General de Movilización Nacional la medida cautelar de impedimento de posesión o tenencia de armas de fuego dentro de las 24 horas siguientes a que la hubieren decretado, y


h) No habérsele cancelado a su respecto alguna inscripción de armas de fuego en los cinco años anteriores a la solicitud.".


e) Agrégase el siguiente inciso sexto:


"Las armas que se encuentren inscritas a nombre de la persona respecto de la cual se hubiere decretado la medida señalada en la letra g) de este artículo, serán incautadas por orden del tribunal respectivo y remitidas a la autoridad fiscalizadora para que ésta las deposite en los Arsenales de Guerra hasta el alzamiento de la medida.".


3) Intercálanse en el artículo 9° los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, pasando el actual tercero a ser sexto:


"El poseedor o tenedor de un arma inscrita que la tenga en un lugar distinto de aquel declarado para estos efectos, será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se procederá a la cancelación de la inscripción y la multa se elevará al doble. Para efectos de la reincidencia, no se considerarán aquellas sanciones cuya aplicación tengan una antigüedad superior a cinco años. Quien sea sancionado con la cancelación de la inscripción conforme a este inciso, no podrá inscribir un arma o elemento señalado en las letras b), c), d) y e) del artículo 2°, en los cinco años siguientes a la cancelación.


El que entregare, a cualquier título, a menores de edad alguno de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2°, será sancionado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y a una multa de ocho a cien unidades tributarias mensuales. No se aplicará esta pena al que entregue un arma inscrita a un menor de edad debidamente acreditado como deportista conforme a la letra a), del artículo 5° A, de la presente ley.


Dicha pena se elevará a presidio mayor en su grado máximo si se tratare de la entrega de los elementos señalados en el artículo 3°.".


4) Agrégase en el artículo 10 el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual quinto a ser sexto:


"El padre, madre o persona que tenga a su cuidado a un menor de 14 años que, fuera de los casos señalados en el inciso cuarto del artículo precedente, permitiere  que el menor tenga en su poder alguno de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2°, o en el artículo 3°, será sancionado con multa de diez a quince unidades tributarias mensuales. Si dicha tenencia se produjere por descuido o negligencia del padre, madre o persona que tiene a su cuidado al menor de 14 años, la pena será de multa de tres a diez unidades tributarias mensuales.".   


Artículo 2°.‑ Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 155 del Código Procesal Penal:


a) Reemplázanse en la letra f) la coma (,) y la conjunción copulativa "y" que le sigue, por un punto y coma (;).


b) Sustitúyese en la letra g) el punto aparte (.) por una coma (,) seguida de la conjunción copulativa "y".


c) Incorpórase la siguiente letra h):


"h) La prohibición de poseer, tener o portar armas de fuego.".".

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 9, 16 y 30 de octubre de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), José Antonio Gómez Urrutia, Pedro Muñoz Aburto, Baldo Prokurica Prokurica y Patricio Walker Prieto.

Sala de la Comisión, a 13 de noviembre de 2012.

(Fdo.): Milena Karelovic Ríos

Secretaria de la Comisión
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